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Abstract: Pese a los muchos años transcurridos desde la instauración en nuestro país 
del gravamen personal sobre la renta, y a las sucesivas reformas que el impuesto ha 
experimentado después, los conflictos que plantea la tributación de los miembros de 
la familia en crisis no han quedado ni mucho menos resueltos de forma clara y satisfac-
toria. Ante esta evidencia, el autor ha considerado necesario analizar la problemática 
actual relativa a los efectos tributarios de las prestaciones económicas derivadas del 
cese de la convivencia matrimonial (en particular, pensiones compensatorias y alimen-
tos, a los hijos o al otro cónyuge). El estudio pone de manifiesto cómo la frecuente 
imprecisión de los convenios reguladores y de las sentencias de separación o divorcio 
sigue dificultando en gran medida la calificación de los pagos establecidos entre los 
cónyuges y, por ende, la determinación del tratamiento tributario aplicable en cada 
caso. Como conclusiones más relevantes, además de razonar la necesidad de que la 
Administración y algunos Tribunales abandonen el injustificado formalismo que mues-
tran al calificar esta clase de prestaciones (rechazando, debido muchas veces a un 
excesivo rigor terminológico, que el pagador de las mismas reduzca su base imponi-
ble, tal y como contempla el vigente art. 55 LIRPF), el autor señala la conveniencia 
de modificar los principales preceptos reguladores de la materia, con el fin de adaptar 
los términos de la norma tributaria a los del Código Civil (tras su reforma de 2005) y 
a la realidad de las parejas de hecho reconocidas en la normativa autonómica, preci-
sando en especial, de forma clara y definitiva, el ámbito de la reducción prevista en el 
art. 55 LIRPF, de acuerdo siempre con el fundamento que inspira la norma. 
Palabras clave: Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas; reducciones de la 
base imponible; pensiones compensatorias; anualidades por alimentos: cargas familia-
res. 
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1 
1. CONSIDERACIONES INTRODUCTORIAS 
o 	 La institución familiar ha merecido siempre una especial atención por parte 
del legislador tributario. No es de extrañar, puesto que el entramado de 
relaciones jurídico-económicas que llega a generar la existencia de una co-
munidad familiar tiene indudable trascendencia tributaria. Resulta bien visi-
ble, en particular, la transferencia de bienes y rentas que en muchos casos 
tiene lugar entre sus miembros. La pertenencia a una familia puede, en 
suma, influir de modo decisivo en la capacidad económica de un sujeto. 
Es bien conocida la evolución legislativa, en buena parte forzada por la 
jurisprudencia constitucional, del tratamiento aplicable en el IRPF a las uni-
dades familiares reconocidas por el ordenamiento tributario. De un modelo 
de tributación conjunta con acumulación de rentas, se pasó al vigente es- 
> 
	
	 quema de tributación individual, subsistiendo, eso sí, la posibilidad de optar 
por el gravamen conjunto y acumulado de todas las rentas, con distintos 
paliativos a tal efecto en función de las etapas —aplicación de una escala 
suavizada, o reducción específica de las rentas sujetas a tributación—. El mo- 
r 	 delo presenta sin duda aspectos mejorables, susceptibles de revisión, debido 
sobre todo a las discriminaciones de hecho injustificadas que su aplicación 
produce en función de las fuentes de renta predominantes en cada grupo 
familiar. También se echa en falta la adaptación del régimen a los nuevos 
tipos de uniones estables de pareja, distintas del matrimonio, formalmente 
reconocidas por los ordenamientos autonómicos. El análisis de esta cuestión 
de indudable interés excede sin embargo el objeto del estudio que se abor-
dará a partir de ahora. 
Porque, más allá de esta consideración del hecho familiar como situación 
duradera y generadora de vínculos económicos estables entre dos o más 
individuos, se plantea otra perspectiva de innegable trascendencia para el 
ordenamiento tributario, y es la que ofrecen los supuestos de modificación 
o ruptura de las relaciones entre los miembros de la familia, como conse-
cuencia de las denominadas crisis familiares, es decir, en los supuestos de 
nulidad, separación o divorcio. Para tales casos, las normas del Derecho de 
Familia regulan una serie de obligaciones de carácter económico que pue-
den traducirse en contribuciones a gastos comunes diversos, o en prestacio-
nes específicas de alimentos para el sostén de los hijos, o bien en prestacio-
nes económicas de distinta índole entre los propios cónyuges o ex-cónyuges. 
Como es natural, los desplazamientos patrimoniales que se producen en los 
supuestos mencionados influyen de distinto modo en la conformación de 
la capacidad económica de los interesados, circunstancia a la que por su-
puesto no son ajenas las leyes fiscales. Antes bien, éstas contienen diversas 
disposiciones orientadas a establecer las consecuencias tributarias específi-
cas derivadas de las situaciones expuestas, en función de las circunstancias 
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de cada caso. Ello no obstante, la experiencia demuestra que la aplicación 
de tales disposiciones plantea no pocos problemas prácticos, motivados 
tanto por la necesidad de adaptar unas previsiones legales de carácter abs-
tracto a la amplia casuística que la realidad ofrece, como por la frecuente 
indeterminación de los convenios reguladores y de las resoluciones judicia-
les, debido muchas veces a la propia falta de planificación de las partes en 
el momento de alcanzar sus acuerdos. 
Las razones que se acaban de exponer, sumadas a la enorme trascendencia 
social del asunto, que afecta de manera directa en nuestro país a un número 
creciente de personas, justifican la necesidad de abordar el análisis del fenó-
meno de las crisis familiares en su dimensión jurídico tributaria, mediante 
la consideración de las obligaciones económicas que su producción genera, 
y del tratamiento previsto para ellas en las normas tributarias, al objeto de 
abordar una valoración crítica de la legislación y de la muy abundante y 
heterogénea doctrina administrativa y jurisprudencial existente al respecto. 
A tal fin, como es lógico, se impone como primer paso la exposición descrip-
tiva de los efectos tributarios que el ordenamiento contempla de forma ex-
plícita para los distintos supuestos de pago entre los miembros del grupo 
familiar de las prestaciones establecidas a raíz del cese de la convivencia. 
Sólo un cumplimiento riguroso y ordenado de esta premisa hará posible 
alcanzar con éxito el objetivo último de ofrecer una propuesta coherente 
de actuación sobre los aspectos más conflictivos que esta realidad mantiene 
planteados en el momento actual. 
2. PRESTACIONES DERIVADAS DEL CESE DE LA 
CONVIVENCIA: TIPOLOGÍA Y ESQUEMA GENERAL DE 
TRIBUTACIÓN 
Con independencia de la pluralidad de categorías legales comprendidas 
dentro del concepto amplio de crisis matrimonial (nulidad, separación judi-
cial y divorcio), lo cierto es que todas ellas comparten una serie de efectos 
jurídicos que el propio Código Civil rotula como comunes. Entre tales efec-
tos se encuentra precisamente el surgimiento de obligaciones de carácter 
económico a cargo de los cónyuges, ya sea como contribución a las cargas 
del matrimonio, alimentos —a los hijos y al otro cónyuge—, pensión o presta-
ción compensatoria, o indemnización por desequilibrio económico en su-
puestos de nulidad. Por su parte, el art. 1438 CC contempla el derecho que 
puede asistir a uno de los cónyuges a ser compensado económicamente por 
el otro, al extinguirse el régimen de separación de bienes, en razón del 
trabajo doméstico realizado durante la vigencia del régimen. Pues bien, este 
primer apartado de nuestro análisis tiene por objeto precisamente ofrecer 
una elemental caracterización de todas las obligaciones mencionadas y de 
las consecuencias tributarias que el ordenamiento asocia a su pago. A tal 
efecto, será suficiente en ocasiones describir de forma sucinta la prestación 
y recordar el explícito tratamiento que contempla para ella la normativa 
tributaria; en algún caso, por el contrario, será preciso abundar un poco 
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más en la caracterización del supuesto, debido a la existencia de aspectos 
problemáticos, normalmente derivados de la necesidad de una interpreta-
ción más elaborada de las normas, para establecer el régimen tributario 
aplicable. 
Aunque en general resulta bien conocida la distinción básica entre presta-
ciones establecida en el Código Civil, no está de más recordar aquí las posi-
bilidades existentes al respecto, con mención de los principales efectos tri-
butarios que la normativa contempla para cada caso: 
A) Prestación compensatoria por desequilibrio (pensión compensatoria).—Se trata 
de la prestación, por lo general dineraria y de carácter periódico —aunque 
puede consistir también en la entrega de un capital, en dinero o en otros 
bienes—, que uno de los cónyuges o ex-cónyuges debe satisfacer al otro 
cuando, a causa de la separación o del divorcio, se produce un desequilibrio 
económico entre ambos, quedando uno de ellos en situación peor que la 
que disfrutaba durante la vigencia del matrimonio (art. 97 CC). La LIRPF 
se refiere a ella como pensión compensatoria, pese a que el art. 97 CC no 
emplea este término. Por nuestra parte, no obstante, teniendo en cuenta 
que la prestación suele revestir la forma de una pensión periódica y que se 
trata de la denominación más usual y extendida para designarla, aludiremos 
a ella a efectos expositivos a lo largo de este trabajo corno «pensión compen-
satoria». No debe perderse de vista sin embargo la conveniencia de que la 
norma tributaria adapte su terminología en este punto a la del CC, como 
se pondrá de manifiesto en nuestras conclusiones. 
La LIRPF califica la percepción de una pensión compensatoria como rendi-
miento del trabajo para el que la recibe [art. 17.2.f)], permitiendo al mismo 
tiempo que, si ha sido fijada por decisión judicial, el obligado al pago apli-
que una reducción en su base imponible equivalente al importe satisfecho 
(art. 55). La obligación de pago de una pensión compensatoria no puede 
surgir en caso de nulidad matrimonial, dado que el matrimonio en tal caso 
ha de tenerse formalmente por no celebrado, razón por la que se encontra-
ría ausente el presupuesto del pago. Para el supuesto de nulidad, el art. 98 
CC contempla como enseguida se verá una prestación indemnizatoria por 
desequilibrio económico, distinta de la pensión compensatoria, aunque lla-
mada a cumplir una función similar respecto al cónyuge de buena fe cuyo 
matrimonio es declarado nulo. 
B) Alimentos entre cónyuges.—Se trata de la prestación satisfecha como conse-
cuencia de la obligación de alimentos que puede establecerse a cargo de 
uno de los cónyuges y en favor del otro, de acuerdo con el art. 143.1° CC. 
Su existencia tiene sentido sólo en relación con situaciones de separación 
matrimonial, y nunca después de producirse una sentencia de divorcio o de 
nulidad. La razón es fácil de entender, pues una vez declarado nulo o di-
suelto el vínculo matrimonial, cesa la condición recíproca de cónyuges para 
quienes lo eran hasta ese momento, desapareciendo con ello también el 
presupuesto de la obligación de alimentos. No parece que nadie discuta la 
diferente naturaleza de esta prestación y de la pensión compensatoria pre- 
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vista en el art. 97 CC. Los alimentos tienen como presupuesto la falta de 
disponibilidad por un cónyuge de medios para la subsistencia, y su finalidad 
es proporcionarle tales medios. Por el contrario, para que surja la obligación 
de pagar la pensión compensatoria basta que, a resultas de la separación o 
del divorcio, empeore la situación que uno de los cónyuges disfrutaba cons-
tante matrimonio, poniéndose de manifiesto con ello un desequilibrio econó-
mico respecto del otro cónyuge, aunque ninguno de ambos carezca de los 
recursos básicos para subsistir. 
Más problemas ha planteado en ocasiones determinar si la pensión compen-
satoria y los alimentos en beneficio del cónyuge son prestaciones compati-
bles en situaciones de separación judicial, o por el contrario la primera de 
ellas, caso de existir, absorbe en todo caso y descarta cualquier prestación 
alimenticia. Lo cierto, sin embargo, es que el dilema, cuya trascendencia 
para el Derecho de Familia no se cuestiona aquí, carece de relevancia para 
determinar el tratamiento aplicable en el IRPF al pago de la prestación. 
Conforme al art. 55 LIRPF, tanto la pensión compensatoria como las anuali-
dades por alimentos satisfechas al cónyuge permiten a quien las paga practi-
car en la base imponible una reducción equivalente a su importe. Y en 
ambos casos también las cantidades satisfechas constituyen, conforme al art. 
17.2.1) LIRPF, rendimientos del trabajo para el cónyuge perceptor. 
C) Alimentos a los hijos.—Formalmente, todas las prestaciones de alimentos 
quedan sometidas en apariencia a una regulación común, recogida en el 
Título VI del Libro I del Código Civil. De ahí que, prima facie, el régimen 
jurídico sustantivo de los alimentos a los hijos no difiera en sustancia del 
previsto para los alimentos a otros parientes y, en particular, del aplicable a 
los reconocidos en favor del cónyuge, aludidos en el apartado anterior. Ello 
no obstante, la posibilidad de que en el caso de los alimentos a los hijos se 
pueda rastrear un vínculo directo con el art. 39.3 CE, permite apreciar cier-
tos aspectos especiales en la configuración de su fundamento. Y es sin duda 
la conciencia de este hecho la que lleva al legislador tributario a dispensarles 
un tratamiento diferente del aplicado a las restantes prestaciones alimenti-
cias. De esta forma, como se sabe, las cantidades satisfechas por este con-
cepto no reducen en ningún caso la base imponible del pagador, cuya única 
ventaja es la partición de su base liquidable en dos, aplicando la escala del 
impuesto, de un lado a la parte de dicha base coincidente con el importe 
de los alimentos y, de manera separada, a la base restante. Para los hijos 
que la perciben, esta prestación se encuentra exenta del IRPF. En tales casos 
además el pagador de los alimentos puede incrementar en 1.600 € la cuan-
tía de su mínimo personal y familiar. 
D) Indemnización compensatoria en caso de nulidad matrimonial.—La sentencia 
de nulidad supone una declaración de inexistencia de vínculo matrimonial. 
En tal hipótesis se encuentra ausente por tanto, al menos desde un punto 
de vista formal, el presupuesto de la pensión compensatoria: no cabe decir 
que la situación de una de las partes haya empeorado tras el cese de la 
relación conyugal, sencillamente porque se considera que el matrimonio no 
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ha existido. Esta consideración, sin embargo, resulta teorizante en exceso. 
La realidad muestra a las claras que, tras la declaración de nulidad, una de 
las partes puede verse abocada injustamente a una situación de desequili-
brio económico similar a la que justifica la pensión compensatoria del cón-
yuge separado o divorciado. A nuestro juicio es ésta la razón principal que 
lleva al art. 98 CC a reconocer al contrayente de buena fe, en caso de nuli-
dad, el derecho a ser indemnizado, mediante una prestación establecida de 
acuerdo con los mismos parámetros previstos para fijar la pensión del art. 
97. 
De esta manera, la función de la indemnización prevista en el art. 98 CC 
para caso de nulidad es reparar la ausencia de la pensión que se regula en 
el art. 97 cuando, de haber mediado matrimonio, el cese de la convivencia 
hubiera determinado el derecho a percibirla. Expresado en otros términos, 
la indemnización por nulidad y la pensión compensatoria cumplen una fun-
ción económica idéntica desde la perspectiva del perceptor, pese a la dis-
tinta naturaleza jurídica del presupuesto determinante de una y otra. La 
incidencia de su pago en la conformación de la capacidad económica de 
las partes (quien la percibe y quien la satisface) es la misma en ambos casos. 
Por esta razón resulta criticable la estrechez del prisma interpretativo utili-
zado por la Administración en alguna de sus consultas al establecer el trata-
miento tributario aplicable en estos supuestos. De forma resumida, la Res. 
DGT de 11-5-2006 (V0922-06) estima que, puesto que en sentido estricto 
ambas prestaciones son de naturaleza diversa, no puede aplicarse a una de 
ellas el tratamiento previsto para la otra. Esto implica que la prestación 
indemnizatoria por nulidad no merezca la calificación de rendimiento del 
trabajo establecida para las pensiones compensatorias y alimenticias en el 
actual art. 17.2.f) LIRPF. En último término, la conclusión anterior lleva a 
calificar la prestación por nulidad como ganancia patrimonial, impidiendo 
de este modo a su beneficiario el cómputo de las reducciones específicas 
previstas para los perceptores de rendimientos del trabajo en el vigente art. 
20 LIRPF. Por otra parte, y aunque no se haga explícito en la resolución 
mencionada, una obvia consecuencia de la concepción expuesta será recha-
zar que el obligado al pago practique la reducción en la base imponible del 
importe satisfecho, en aplicación de lo previsto por el art. 55 LIRPF. La 
solución más coherente con la línea interpretativa de la Administración será 
entender que el pagador experimenta a efectos del impuesto una pérdida 
patrimonial que, por no derivar de la transmisión de bienes o derechos, 
formará parte de su renta general. De este modo al menos la merma de 
capacidad económica asociada al pago de la pensión tendrá reflejo en la 
base imponible, si bien con la conocida limitación cuantitativa (cuando no 
existan ganancias del mismo grupo en cuantía suficiente) del 25 por 100 
del saldo positivo de rendimientos e imputaciones de renta integrante de la 
renta general [art. 48.b), 22 párr. LIRPF]. 
Ahora bien, como se acaba de decir, la interpretación administrativa en este 
punto peca de un extremado rigorismo. Para justificar su postura, la DGT 
hace un uso sesgado de la jurisprudencia del Tribunal Supremo y, más con- 
861 
FLORIÁN GARCÍA BERRO 
cretamente, de la STS de 10-3-1992 (RJ 1992, 2014). El texto de esta senten-
cia denota sin embargo, a nuestro modo de ver, cierta contradicción, pues 
si bien empieza negando que la prestación prevista para caso de nulidad se 
corresponda con la pensión regulada en el art. 97 CC —y a este argumento 
se aferra la interpretación administrativa expuesta—, al describir la razón de 
ser de la primera de ellas termina reconociendo una evidente proximidad 
en cuanto a la función que ambas prestaciones están llamadas a cumplir. 
En este sentido, la sentencia afirma que la prestación indemnizatoria del 
art. 98 tiene por objeto «una equitativa reparación económica equilibradora 
de los amplios y variados desajustes que pueda ocasionar la nulidad de un 
matrimonio por la extinción de un proyecto común de vida de los esposos 
afectados», reconociendo asimismo que su función no es la propia de una 
indemnización de daños, para cuyo reconocimiento se declara procedente 
la vía del art. 1902 CC, sino que »más bien la norma se proyecta a reducir 
distancias económicas sociales y derivadas entre los que en su día estuvieron 
unidos por un legítimo vínculo matrimonial, polarizándose sobre los princi-
pios de autosuficiencia y neutralidad de costes, al faltar una adecuada insti-
tución estatal de previsión social autónoma, sobre todo para las mujeres 
carentes de actividades laborales» (F. 19. 
Como se ve, el TS asocia a la prestación por nulidad una función equilibra-
dora, esto es, tendente a la reparación de un desequilibrio económico, y 
vincula su razón de ser a la existencia de un desajuste derivado de la extin-
ción del proyecto de vida común. Argumentos todos que remiten sin duda 
a los presupuestos determinantes de la compensación regulada en el art. 97 
CC. Así lo entiende la SAP de Pontevedra de 4-4-2002 (AC 2002, 896), en 
la que tras reproducirse los razonamientos ya transcritos del TS, se extrae 
la siguiente conclusión: «Lo que supone entender, que la definitiva redac-
ción dada al precepto —art. 98 CC—, salvo en el aditamento de condicionar 
el derecho indemnizatorio únicamente en favor del cónyuge de buena fe, 
guarda correspondencia en su espíritu y finalidad con su primitiva redac-
ción en el proyecto de Ley del siguiente tenor: "El cónyuge cuyo matrimo-
nio haya sido declarado nulo tendrá también el derecho a la pensión a que 
se refiere el artículo anterior si por la convivencia marital la sentencia pro-
duce una situación análoga"» (F. 39'. Aunque la línea interpretativa que se 
acaba de citar no es unánime2, sí estimamos que constituye la más acertada 
continuación de la ambigua doctrina del TS antes expuesta. De acuerdo 
con esta concepción, por tanto, el tratamiento tributario aplicable a la pres- 
' En parecida dirección parecen apuntar las palabras de la SAP de Ávila, de 24-5-2002 
(JUR 2002, 231605), al vincular el derecho a la prestación en caso de nulidad a la existen-
cia de un desequilibrio económico: «Pero de lo que no existe prueba alguna es de que 
el hecho de haberse declarado la nulidad matrimonial eclesiástica, a la que luego se 
reconocen efectos civiles, haya producido desequilibrio económico alguno a la recurren-
te». 
2 Así, los FF. 62 y 72 de la SAP de las Islas Baleares, de 5-6-2006 (JUR 2006, 253511) 
apuntan más bien, por ejemplo, a una diversidad de naturaleza entre las dos prestaciones, 
haciéndose hincapié en el carácter indemnizatorio de la prestación del art. 98. 
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tación satisfecha en supuestos de nulidad conforme al art. 98 CC debería 
ser el previsto para las pensiones compensatorias en los arts. 17.2.0 y 55 
LIRPF, en contra del criterio de la DGT. Ni siquiera cabe objetar que con 
ello se esté efectuando una ampliación forzada del significado técnico-jurí-
dico de la expresión «pensión compensatoria» (empleado por la norma tri-
butaria), puesto que el Código Civil no emplea en ningún momento dicha 
denominación para referirse a la compensación regulada en su art. 97. 
E) Compensación del trabajo doméstico en la extinción del régimen de separación 
de bienes.—Nos referiremos por último a un supuesto de prestación más espe-
cífico que los anteriores, en cuanto que sólo puede darse cuando el régimen 
económico matrimonial es el de separación. Por otra parte, no se trata en 
sentido propio, como en los casos precedentes, de una prestación derivada 
del cese de la vida en común inherente a toda crisis matrimonial, sino que 
la obligación de pago surge en este caso por la extinción del régimen de 
separación de bienes, circunstancia que no tiene por qué implicar de modo 
necesario la interrupción de la convivencia matrimonial —por más que sea 
esto lo más frecuente—, sino que puede obedecer a un simple cambio de 
régimen económico. Se trata de la compensación prevista en el art. 1438 
CC y tiene como presupuesto una contribución desigual de los cónyuges 
durante la vigencia del matrimonio al trabajo de la casa. Esta circunstancia 
sirve como fundamento para situar, al extinguirse el régimen, en una posi-
ción deudora al cónyuge que, gracias a su déficit de trabajo doméstico, ha 
podido desarrollar en mejores condiciones sus actividades generadoras de 
riqueza. En efecto, dado que estas actividades no redundan de ningún 
modo en ventaja patrimonial directa para el otro cónyuge, se considera justo 
que éste al menos sea compensado económicamente por el trabajo prestado 
en beneficio común. 
Por cuanto se refiere a las consecuencias tributarias que derivan del pago 
de esta compensación, debe tenerse en cuenta que su función no parece 
equiparable a la de la pensión compensatoria prevista en el art. 97. De he-
cho, no se trata de prestaciones incompatibles, pues su fundamento tam-
poco es coincidente. Así, mientras que la pensión compensatoria persigue 
contrarrestar en el futuro el empeoramiento que experimenta la situación 
económica de un cónyuge a consecuencia de la ruptura matrimonial, la 
compensación por razón de trabajo doméstico tiene por objeto satisfacer 
una deuda generada en el pasado, surgida por el excedente de dedicación 
de un cónyuge al levantamiento de las cargas comunes a través de las activi-
dades desarrolladas en el hogar. De alguna manera por tanto la función de 
la pensión compensatoria se encuentra alejada de la sustancia estrictamente 
resarcitoria que el art. 1438 CC parece atribuir a la compensación prevista 
en él. Por este motivo consideramos que no cabe aplicar a ésta el régimen 
previsto en la LIRPF para las pensiones compensatorias. Distinto será que, 
en ocasiones, los términos del convenio o de la sentencia de separación o 
divorcio resulten confusos, de modo que se denomine compensación por 
trabajo a lo que en sustancia es pensión compensatoria o viceversa. En tales 
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casos habrá de atenderse a la naturaleza material de la prestación, para 
establecer sus consecuencias tributarias'. 
Según se acaba de afirmar, la compensación por razón de trabajo no tiene 
la misma naturaleza ni, por consiguiente, produce las mismas consecuencias 
tributarias que el pago de la pensión compensatoria. En particular, cuando 
se satisfaga la compensación del art. 1438 CC no resultará aplicable la reduc-
ción prevista por el art. 55 LIRPF en la base imponible del pagador'. Queda 
pues por establecer, en último término, qué efectos lleva consigo el pago 
de esta compensación. A nuestro modo de ver, la respuesta no puede ser 
otra que la que brinda el art. 33.3.d) LIRPF. En su virtud, se estimará que 
no existe ganancia o pérdida patrimonial como consecuencia de las adjudi-
caciones que, por causa distinta a la pensión compensatoria, se deriven de 
la extinción del régimen de separación de bienes (siempre que obedezcan 
a imposición legal o resolución judicial)'. De ahí que el importe de la com-
pensación no suponga en estos casos pérdida patrimonial para quien la 
satisface, ni ganancia para quien la percibe. Por otra parte, si el pago se 
efectuase en especie, mediante la adjudicación al acreedor de bienes distin-
tos del dinero, tampoco será ganancia o pérdida para el pagador la variación 
de valor experimentada por tales bienes desde su adquisición. En este caso, 
los bienes se incorporarán a efectos tributarios en el patrimonio del adjudi-
catario con el valor correspondiente a su adquisición original por el paga-
dor, ya que el art. 33.3.d) LIRPF excluye que estos supuestos den lugar a la 
actualización de los valores de los bienes o derechos adjudicados. Por úl-
timo, el pago en especie constituye para el perceptor una adquisición de 
bienes sujeta al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales Onerosas, si 
bien en alguna sentencia se ha considerado aplicable la exención prevista 
en el art. 45.I.B).3 del Texto Refundido de la Ley reguladora del citado 
tributo para las adjudicaciones derivadas de la disolución de la sociedad 
conyugal". 
3. PROBLEMÁTICA ESPECÍFICA DE LAS PENSIONES 
COMPENSATORIAS 
Una vez expuesto, en líneas generales, el mapa de las consecuencias tributa- 
'1 En nuestra opinión, esto es lo que sucede en la STSJ de Cataluña de 9-3-2006 (JUR 
2006, 231910), donde pese a que en el convenio regulador se aludía a los preceptos 
reguladores de la compensación por trabajo (prevista en este caso en el art. 23 de la 
Compilación catalana), el Tribunal considera que la esencia de la prestación, atendiendo 
a los términos del propio convenio, era la de una compensación por desequilibrio patri-
monial equiparable a la pensión compensatoria regulada en el art. 97 CC (F. 3º). 
En este sentido se pronuncia la Res. DGT 391/2004, de 24-2-2004 (JUR 2004, 
113418). 
Así lo recuerda la Res. DGT 391/2004, de 24-2-2004, citada antes. 
Consideramos forzado en exceso en este punto el criterio de la STSJ de Cataluña de 
24-3-2005 (JUR 2005, 125018), que hace extensible a estos supuestos lo previsto en el 
mencionado art. 45.I.B).3, en cuya virtud se declaran exentas «las aportaciones de bienes 
y derechos verificados por los cónyuges a la sociedad conyugal, las adjudicaciones que a 
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rias que el ordenamiento prevé para las distintas prestaciones derivadas del 
cese de la convivencia, es momento de precisar, desde una perspectiva más 
próxima, los pormenores del régimen aplicable en cada supuesto de la reali-
dad, en función de las variadas circunstancias que la casuística ofrece. Como 
primer paso en esta línea corresponde analizar las exigencias formales, ma-
teriales y temporales que la LIRPF contempla como presupuesto para que 
las pensiones compensatorias reciban el tratamiento antes apuntado, es de-
cir, para que proceda su reducción en la base imponible del pagador y su 
tributación como rendimiento del trabajo del perceptor. El referente princi-
pal a tal efecto será la producción jurisprudencia! más relevante de los últi-
mos tiempos, en cuanto fiel reflejo de la problemática que la realidad plan-
tea. 
3.1. El pago directo entre cónyuges como requisito de la reducción 
El primer aspecto conflictivo destacable dentro del régimen tributario de la 
pensión compensatoria surge por la posibilidad de que sean personas distin-
tas del cónyuge los obligados a satisfacerla. La hipótesis, en efecto, no puede 
considerarse insólita ni extravagante, pues de conformidad con el art. 101 
CC el derecho del perceptor a la pensión compensatoria no se extingue por 
el solo hecho de la muerte del deudor. De esta forma, el fallecimiento del 
sujeto originalmente obligado al pago puede determinar que, si se mantiene 
el derecho del acreedor a percibir la pensión, ésta deba seguir siendo satisfe-
cha por los sucesores de aquél. 
Así las cosas, cabe preguntarse en primer lugar si el pago hecho en tales 
circunstancias por los herederos del deudor fallecido permite a éstos practi-
car en su base imponible la reducción prevista por el art. 55 LIRPF. La STSJ 
de Baleares de 29-10-2002 (JUR 2002, 285638) ofreció una respuesta nega-
tiva ante esta posibilidad. En efecto, de acuerdo con la tesis del citado ór-
gano judicial, el precepto de la LIRPF (en este caso, el 71.2 de la Ley 18/ 
1991, de redacción sustancialmente idéntica al 55 del texto vigente) sólo 
contempla como presupuesto de la reducción la existencia de pensiones 
satisfechas al cónyuge. A ello debe añadirse, siempre de acuerdo con la 
sentencia comentada, la imposibilidad de aplicar la norma por analogía 
cuando la obligación de pago recae en persona distinta del cónyuge, te-
niendo en cuenta que la naturaleza de la reducción se corresponde con 
la de las exenciones o bonificaciones, por lo que tal aplicación analógica 
contravendría la prohibición del art. 14 LGT (24.1 del texto vigente al dic-
tarse la sentencia)'. 
su favor y en pago de las mismas se verifiquen a su disolución y las transmisiones que por 
tal causa se hagan a los cónyuges en pago de su haber de gananciales». 
7 De acuerdo con el texto de la sentencia, la reducción pretendida «no encuentra 
encaje en el precepto citado pues la pensión satisfecha por el mismo no tiene el carácter 
y los requisitos establecidos para poder practicar la reducción, ya que de entenderlo de 
otra forma, supone la aplicación analógica prohibida por la Ley, y esta afirmación impide 
la aplicación de la tesis sostenida por la parte, de que procede una interpretación del 
precepto en base al principio de capacidad contributiva, pues, no puede olvidarse que la 
reducción reglada lo es a favor del cónyuge -intención literal del legislador- y no de los 
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En realidad, aunque en sustancia la solución expuesta puede considerarse 
acertada, el problema admite a nuestro juicio una reflexión más honda, 
usando como punto de partida la propia concepción presente en el Código 
Civil, donde se caracteriza la pensión compensatoria como deuda integrante 
del pasivo de la herencia. Así al menos parece desprenderse con toda clari-
dad del art. 659 CC, cuando dispone que «la herencia comprende todos los 
bienes, derechos y obligaciones de una persona, que no se extingan por su 
muerte». De ahí se deriva por consiguiente que, si como admite el art. 101 
CC, el derecho a la pensión no se extinguiera con el fallecimiento del cón-
yuge deudor, la obligación correlativa de satisfacerla constituiría desde ese 
momento un pasivo de la masa hereditaria'. Bajo esta premisa, el valor capi-
talizado de la pensión habrá debido tenerse en cuenta para determinar el 
caudal relicto, reduciendo de esta forma la consiguiente tributación de los 
herederos por el Impuesto sobre Sucesiones. 
En resumidas cuentas, por tanto, el pago de la pensión compensatoria al 
cónyuge supérstite, a que quedan obligados los sucesores del deudor, no 
permite a éstos practicar la reducción en la base imponible prevista en el art. 
55 LIRPF, sino que deberá determinar una rebaja de la porción hereditaria 
susceptible de tributación por el ISD de cada causahabiente, en cuantía total 
equivalente al importe capitalizado de la pensión. No cabe trasladar a esta 
hipótesis la solución establecida por la Res. DGT de 3-2-2006 (JUR 2006, 
103477), en cuya virtud por ejemplo no cabría deducir del caudal relicto la 
deuda tributaria por el IIVTNU, pues dicha deuda recae de manera directa 
sobre los propios sucesores y no sobre la herencia'. Por el contrario, en el 
caso de la pensión compensatoria, no hay duda de que nos hallamos ante 
herederos, habiéndose producido una novación subjetiva no amparada por la norma 
tributaria» (F. 29. 
S Puede verse al respecto MoN rER() ARO( :A, .j. [La pensión compensatoria en la separación y 
en el divorcio, Tirant lo Blanch, Valencia (2002), pg. 327]: «El párrafo II del artículo 101 
[CC] parte de una declaración de principio: el derecho a la pensión no se extingue por 
la muerte del deudor, declaración que es coherente con la condición de indemnizatoria 
de la pensión por desequilibrio y con lo dispuesto en el artículo 659 del CC, según el 
cual la herencia comprende todos los bienes, derechos y obligaciones de una persona 
que no se extinguen con su muerte. Esto supone que la pensión es una deuda que grava 
el caudal relicto, por lo que el cónyuge acreedor se convierte en acreedor de la herencia, 
teniendo su derecho carácter ordinario y no preferente». 
Ante la pretensión puesta de manifiesto por los sucesores de deducir la cuota satisfe-
cha en concepto de Impuesto municipal sobre el Incremento del Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana, la DGT razona, en síntesis, del modo siguiente: «en las adquisicio-
nes a título lucrativo —como son las adquisiciones por causa de muerte— el sujeto pasivo 
del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana es el 
adquirente del bien inmueble, es decir, el heredero o legatario; por tanto, la cuota de 
dicho impuesto es una deuda del sucesor y no del causante. En consecuencia, la deuda 
tributaria derivada del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Natu-
raleza Urbana correspondiente a la adquisición por causa de muerte de bienes inmuebles 
no es deducible en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, a efectos de la determina-
ción del valor neto patrimonial, por no cumplir el requisito de tratarse de una deuda 
que dejó contraída el causante de la sucesión». 
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una deuda previa del causante, por lo que su valor forma parte del caudal 
hereditario. No obstante, como toda deuda deducible, la obligación de pago 
de la pensión deberá hallarse debidamente justificada, en este caso me-
diante la sentencia o el convenio regulador de la separación o el divorcio. 
Si nos atenemos a la doctrina del Tribunal Supremo, parece necesario ade-
más que la sentencia o la resolución judicial por la que se haya ratificado el 
convenio sean firmes'. El citado requisito se puede considerar inexcusable 
desde luego, a tenor de los arts. 13 LISD y 32 RISD, cuando el acreedor de 
la pensión fuese a la vez heredero del causante, o su cónyuge —téngase en 
cuenta que esto último acontecerá sólo si la pensión tiene su origen en la 
separación, pero no en caso de divorcio—H. En todo caso, desde luego, no 
debería haber inconveniente alguno para admitir la devolución posterior 
del exceso de cuota satisfecho, una vez que exista resolución firme, a través 
del procedimiento previsto en el art. 94 RISD. 
Sin abandonar la misma hipótesis, aún cabría preguntarse si el valor capitali-
zado de la pensión que grava el caudal relicto puede considerarse por sí 
misma como pensión compensatoria satisfecha por el finado —y susceptible 
de reducción en su última declaración por el IRPF—. En nuestra opinión, si 
la obligación de pago se traduce en una deuda integrada en el caudal here-
ditario, como parece imponer el art. 659 CC, y teniendo en cuenta que su 
origen no es otro que el derecho del acreedor a la pensión compensatoria 
regulada en el art. 97 CC, nada debería impedir que se aplicase la reduc-
ción. La imputación de la misma en su integridad al período impositivo en 
que se produzca el fallecimiento podría encontrar su fundamento en la 
aplicación analógica de la regla prevista en el art. 14.4 LIRPF. Todo ello sin 
perjuicio de que la imputación de la pensión como rendimiento del trabajo 
del acreedor haya de ir efectuándose a medida que éste obtenga las corres-
pondientes percepciones. 
I" En caso contrario, la deuda no sería deducible desde luego si nos atenemos a la STS 
de 5-4-2006 (RJ 2006, 6746): «Como según se desprende del precepto, la deducción de 
las deudas del caudal relicto requiere que éstas existan al tiempo del fallecimiento del 
causante, es decir, que sean firmes, y dicha firmeza no es predicable del supuesto contro-
vertido, ya que al no existir sentencia firme en el correspondiente proceso, se ignoraba 
si efectivamente terminaría por exigirse dicha responsabilidad (...) desconociéndose asi-
mismo la cuantía exacta de la indicada deuda; se trata de una mera expectativa que no 
cumple las exigencias de tal art. 13 de la Ley y que por tanto no puede surtir los efectos 
pretendidos por la recurrente» (F. 1g). 
I  Recuérdese que, de acuerdo con el art. 32.1 RISD, «En las adquisiciones por causa 
de muerte podrán deducirse, además de las deudas del causante reconocidas en sentencia 
judicial firme, las demás que dejase contraídas siempre que su existencia se acredite por 
documento público, o en documento privado que reúna los requisitos del artículo 1227 
del Código Civil, o se justifique de otro modo la existencia de aquéllas, salvo las que lo 
fueren a favor de los herederos o de los legatarios de parte alícuota y de los cónyuges, 
ascendientes, descendientes o hermanos de aquéllos aunque renuncien a la herencia». 
Por consiguiente, cuando el acreedor pertenezca al círculo familiar delimitado en el 
precepto, la deuda sólo podrá deducirse de la masa hereditaria si se encuentra reconocida 
por sentencia firme. 
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3.2. La necesidad de fijación judicial 
Un requisito inexcusable para que el deudor de la pensión compensatoria 
pueda practicar la reducción en su base imponible es la existencia de una 
resolución judicial que determine la obligación de pago. Esta exigencia ex-
cluye de entrada el derecho a la reducción cuando la pensión se satisface 
de modo voluntario o bien como consecuencia de un pacto o acuerdo extra-
judicial". El art. 55 LIRPF no concede ningún espacio a la duda en ese 
aspecto. De ahí que la jurisprudencia haya sido también tajante al negar la 
posibilidad de practicar la reducción en razón de prestaciones carentes del 
necesario refrendo judicial. La STSJ Murcia de 27-2-2001 (JUR 2001, 
118257) rechaza desde luego que la reducción pueda admitirse sobre la 
base de una interpretación finalista de la norma, que se considera simple-
mente contraria a la letra incontrovertible de la Ley. Como se recuerda 
en su fundamento de derecho 32, la operación interpretativa tiene límites 
inexorables, «pues no cabe reconocer al operador jurídico la libertad para 
alterar la norma llegando a consecuencias incompatibles con la propia vo-
luntad del legislador (STS de 14 de marzo de 1998)»13. La misma conclusión 
alcanza por su parte la STSJ de Madrid de 22-9-2005 (JUR 2005, 242747). 
En este caso se trataba de una pensión de alimentos satisfecha de modo 
voluntario por el contribuyente a sus nietos, como forma de reparar el in-
cumplimiento de las obligaciones alimenticias por parte del padre para con 
éstos14. No le hace falta al Tribunal elaborar mucho su razonamiento para 
rechazar que la exigencia de decisión judicial vulnere en este caso el princi-
pio constitucional de igualdad, pues se trata de una medida lógica para 
evitar que la reducción y su cuantía queden al arbitrio de los particulares". 
12  Ruiz GARtio, M. [«Efectos de la sustitución de pensión compensatoria por un acuerdo 
transaccional en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas», Jurisprudencia Tributa-
ria Aranzadi núm. 16 (2002)], considera exigible este mismo requisito de fijación judicial 
también para que la pensión pueda considerarse rendimiento del trabajo del perceptor. 
Como conclusión de sus razonamientos, la sentencia citada considera que, «atendida 
la claridad del precepto legal, que exige que la pensión se abone por decisión judicial, 
no cabe extender su interpretación más allá de su literalidad, pues lo contrario implicaría 
realizar una extensión analógica de la norma a supuestos no comprendidos en sus estric-
tos términos, en contravención del art. 23.3 LGT [actual art. 14 LGT 2003]» (STSJ Murcia 
de 27-2-2001 [JUR 2001, 118257], F. 32). En el mismo sentido, la STSJ Murcia de 29-1-
2002 (JUR 2002, 88333). 
14  Conforme al criterio de la sentencia, «en este caso no concurren los requisitos lega-
les que permiten aplicar la indicada reducción tributaria, ya que los alimentos satisfechos 
por el actor no han sido establecidos por decisión judicial, que impuso la obligación al 
marido de D2  Gloria y no a su padre, obligación personalísima que no es susceptible de 
transmisión a terceros» (F. r) 
15  El Tribunal se opone, en efecto, de modo terminante a la pretensión del contribu-
yente de que se plantee la cuestión de inconstitucionalidad contra el requisito de fijación 
judicial: «la reiterada exigencia legal no es superflua ni discriminatoria, toda vez que la 
decisión del órgano judicial competente es la única que puede establecer con plenitud 
de efectos legales la existencia de las condiciones que obligan a satisfacer una pensión 
alimenticia y en una concreta cuantía, que son los requisitos que amparan la reducción 
tributaria aquí analizada. Lo contrario implicaría dejar a la voluntad de los particulares 
868 
EL DERECHO TRIBUTARIO ANTE EL FENÓMENO DE LAS CRISIS FAMILIARES 
Por otra parte, el hecho de haber aceptado la Administración de forma 
tácita la reducción en períodos anteriores no presupone la existencia de un 
criterio administrativo, supuestamente vinculante, favorable a la reduc-
ción". 
Una vez sentada la necesidad de que la pensión se haya establecido por 
decisión judicial, procede a continuación preguntarse por el significado de 
este inexcusable requisito formal. En relación con este punto no parece 
discutible que por decisión judicial cabe entender cualquier fórmula que 
implique intervención judicial, sin que sea necesario que medie una senten-
cia o que sea el juez quien determine el importe de la prestación de manera 
directa. De hecho, por cuanto se refiere a las pensiones compensatorias, 
como es sabido lo más frecuente es que la obligación de pago se delimite 
por el convenio regulador de la separación o el divorcio. Bastará, en tales 
casos, con que se produzca la ratificación judicial del convenio para enten-
der que las pensiones establecidas en éste cumplen el requisito en cuestión. 
Así se acepta por lo demás, sin reservas, por parte de la Administración'''. 
Más controvertido puede resultar la delimitación del ámbito temporal de 
los pagos a que irradia sus efectos la resolución judicial. De entrada, debe 
excluirse la reducción en relación con cantidades satisfechas como pensión 
compensatoria una vez extinguido el período de la obligación de pago pre-
visto en la sentencia o en el convenio aprobado judicialmente. Como es 
sabido, últimamente se viene imponiendo el carácter temporal de esta pres-
tación, debido a que, cada vez en más casos, el desequilibrio económico 
derivado de la separación o del divorcio puede ser superado por el cónyuge 
perjudicado dentro de un plazo razonable". El propio art. 97 CC contempla 
la determinación del carácter deducible de las pensiones y la fijación de su importe, lo 
que es incompatible con el sistema fiscal vigente» (ibidem, F. 21'). 
lh «No está prohibido el cambio de criterio en la interpretación y aplicación de las 
normas, debiendo recordarse, por otro lado, que la legalidad de un acto administrativo 
viene determinada por su adecuación al ordenamiento jurídico y no por el hecho de 
que mantenga o modifique el criterio seguido con anterioridad» (ibidem, F. 29, último 
párrafo). 
17 Véase, como muestra de la razonable flexibilidad del criterio administrativo en este 
punto, la Res. DGT de 17-10-2003 (JUR 2004, 9732): «la expresión "satisfechas por deci-
sión judicial" a que se refiere el artículo 46.2 de la Ley 40/1998 [art. 55 del texto legal 
vigente] comprende, respecto a las pensiones a favor del cónyuge del articulo 97 del 
Código Civil, no sólo las fijadas directamente por el Juez sino también las que se contie-
nen en los convenios reguladores, siempre que éstos sean aprobados por el Juez, com-
prendiendo cualquiera de las fórmulas de compensación de la situación económica del 
cónyuge válidamente admitidas en derecho (...)». 
18 Puede consultarse la obra citada de MONTERO AROCA, J. (pgs. 180-181), quien tras 
repasar el itinerario jurisprudencia] seguido hasta la consolidación del carácter temporal 
de la pensión compensatoria, señala que, «expresiones como las contenidas en las senten-
cias transcritas están ya empezando a desaparecer de las últimas sentencias de los años 
dos mil, pues en ellas se parte del carácter temporal, sin más, no precisándose ya de larga 
fundamentación. En cualquier caso hay ocasiones de acierto en la expresión: «Procederá 
la limitación temporal de la pensión si de las circunstancias del caso concreto se extrae 
que el cónyuge beneficiario está en disposición objetiva de superar la situación de des-
equilibrio en un plazo razonable» (SAP Almería de 5 de julio de 1999 [AC 1999, 7300] )». 
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ya de modo expreso, tras su última reforma por la Ley 15/2005, de 8 de 
julio, la posibilidad de que la pensión tenga carácter temporal. Ello no obs-
tante, nada impide que, una vez expirado el término previsto inicialmente, 
la pensión se siga pagando sin el respaldo ya de la resolución judicial que 
en origen la fijó. En tal caso no parece discutible que la exigencia legal de 
decisión judicial habrá dejado de cumplirse de forma sobrevenida, por lo 
que puede considerarse lógico, y desde luego perfectamente coherente con 
el precepto legal, que se rechace el derecho a la reducción en la base impo-
nible del pagador. Así lo ha hecho con buen criterio la Res. TEAF de Gipuz-
koa de 24-2-2005 (JUR 2005, 135782), en cuyas líneas finales se concluye a 
tal efecto «que los abonos efectuados fuera del período de vigencia del 
convenio, y cualquiera que haya sido su carácter, habrán derivado, en todo 
caso, de un pacto privado entre las partes sin refrendo de autoridad judicial 
alguna, lo que impide admitir las pretensiones del reclamante, dado que es 
conocido el criterio jurisprudencial que, en orden a la aplicación de los 
beneficios fiscales y en razón de la quiebra que éstos suponen del principio 
de igualdad, exige el estricto cumplimiento de los requisitos legalmente 
establecidos» (F. 42)15. 
Distinto, aunque cercano, es el caso de las modificaciones sobrevenidas en 
la cuantía de la pensión. Prima facie, si los interesados deciden incrementar 
el importe sin acudir de nuevo a la autoridad judicial para que ésta otorgue 
su refrendo, la modificación habrá de reputarse carente de relevancia a 
efectos fiscales. Por tanto, la reducción aplicable por el pagador en su base 
imponible seguirá siendo coincidente con la cuantía fijada en origen. No 
cabe por ejemplo considerar sin más que se produce el acrecimiento de la 
pensión compensatoria en el importe de una prestación de alimentos a los 
hijos (que, como es sabido, no permite a quien la satisface aplicar la reduc-
ción), sólo porque el pagador considere que han desaparecido las circuns-
tancias que justificaban la obligación alimenticia (por ejemplo, haber alcan-
zado el hijo la independencia económica)2). Por parecidas razones, el 
aumento de las cantidades satisfechas en virtud de un convenio regulador 
modificativo de otro anterior no determinará un aumento correlativo de la 
reducción para el pagador si la revisión del convenio no ha sido objeto de la 
necesaria aprobación judicial'. Puede suceder no obstante que el convenio 
original contenga alguna cláusula de actualización, en cuyo caso los aumen-
tos basados en ella deben surtir plenos efectos fiscales, dado que su causa 
directa se encuentra en el acto judicial original aprobatorio del convenio'. 
I ' En el mismo sentido también otra más reciente del mismo órgano: la Res. TEAF de 
Gipuzkoa de 19-9-2006 (RJ 2007, 855). 
2`)  STSJ de Cataluña de 6-6-2005 (JUR 2006, 228346) y STSJ de Andalucía de 26-4-2005 
(RJ 2005, 756), F. 44. 
21  Así lo entiende, entre otras muchas, la STSJ de Cataluña de 16-6-2005 (JUR 2006, 
217323). 
22  Razona, en este sentido, la STSJ de Andalucía de 26-4-2005 (RJ 2005, 756): «En este 
caso, la procedencia de la reducción se sustenta por el recurrente en los términos de la 
cláusula 4»  del convenio regulador aprobado por la sentencia de 13 de octubre de 1987, 
del Juzgado de Primera Instancia número 5 de Málaga, de disolución por divorcio del 
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E incluso nos inclinamos por la postura favorable a la reducción del importe 
total satisfecho, aunque el aumento de la pensión no se encuentre previsto 
de modo expreso en el convenio original, siempre que pueda razonable-
mente presumirse que su único objeto es adaptar la cuantía satisfecha a la 
evolución de la realidad, y en particular a la progresión del índice de precios 
al consumo". 
Sin abandonar las consideraciones de carácter temporal, lo cierto es que en 
este orden la mayoría de las veces el problema surge cuando se trata de 
dilucidar si puede aplicarse la reducción en razón de pensiones satisfechas 
antes de tener lugar su reconocimiento formal por el juez. A propósito de 
este aspecto la Administración no se muestra especialmente flexible. Así, 
por cuanto se refiere a las pensiones compensatorias, es uniforme el criterio 
restrictivo, considerándose que las cantidades pagadas por este concepto 
sólo generan el derecho a la reducción a partir de la fecha en que se esta-
blezcan judicialmente de modo explícito. En principio, por tanto, la Admi-
nistración rechaza que pueda practicarse la reducción por las pensiones 
compensatorias satisfechas antes de la resolución judicial, salvo que en ésta 
se declare de modo expreso el carácter retroactivo de la obligación". Rigor 
interpretativo que no carece de eco en algún pronunciamiento aislado de 
los tribunales. Así, en la línea indicada se encuentra la STSJ de Murcia de 
20-11-2002 (JUR 2003, 16238), donde se dio la razón a la Administración 
tributaria, y se declaró que la pensión satisfecha antes del auto de ejecución 
—único que establecía de manera explícita la obligación de pago— no tenía 
su causa en una decisión judicial, y ello pese a que sí existía con carácter 
previo una sentencia de divorcio. Ésta, no obstante, se había abstenido de 
fijar con carácter provisional el pago de la pensión, dejando la decisión al 
respecto deferida al auto de ejecución de sentencia, y esta circunstancia es 
la que el Tribunal emplea como principal argumento de su decisión'. 
matrimonio de aquél, que preveía el abono de 40.000 pesetas mensuales, más 30.000 a 
satisfacer en los meses de julio y diciembre, con cláusula de revisión de acuerdo con el 
incremento salarial pactado para cierto sector laboral (...), previsiones estas que, como 
se argumenta en la demanda, podrían considerarse aprobadas por decisión judicial. (...) 
Nada puede objetarse en efecto a la integración de dicho convenio en el concepto de 
decisión judicial a que se refiere aquel artículo 71.2 de la Ley 18/1991 [art. 55 LIRPF 
vigente], como tampoco parece cuestionable que, de acuerdo con los términos acorda-
dos, el incremento o actualización de la pensión fuese automático, lo que permitiría 
considerar a estos efectos las cantidades efectivamente satisfechas (superiores a las previs-
tas en el convenio) [...] » (F. 32). 
23 En esta linea de razonamiento se alinea la STSJ de Asturias de 12-6-2001 (RJ 2001, 
1154): «Aun siendo cierto que en este párrafo referido a la pensión compensatoria no se 
establecen las bases para su actualización, deberá entenderse que la misma viene siendo 
actualizada con arreglo al IPC (...) razones todas ellas que llevan a esta Sala a la estimación 
del recurso interpuesto» (F. 22). 
24 Dentro de esta línea restrictiva se inscribe la Res. DGT de 9-3-2000 (JUR 2001, 
216742). 
23 De acuerdo con los términos del F. 32 de la sentencia citada, «en el ejercicio 1993 
no existía ninguna decisión judicial imponiendo el abono de la pensión compensatoria, 
por mucho que el recurrente sostenga lo contrario, no siendo suficiente ni el abono 
efectivo, cuya calificación como pensión compensatoria queda al arbitrio exclusivo del 
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Con todo, por muy estricto que sea el criterio interpretativo, lo que sí resulta 
innegable a nuestro modo de ver es que la resolución judicial aprobatoria 
del convenio regulador revalida de modo suficiente las pensiones previstas 
en éste, confiriéndoles la eficacia retroactiva necesaria para poder aplicar la 
reducción de su importe, aun habiendo sido satisfechas con carácter previo 
a la decisión formal del juez. Dicho con otras palabras, entendemos que 
puede aplicarse la reducción correspondiente a las pensiones compensato-
rias previstas en el convenio regulador, aun a las satisfechas antes de que 
éste sea ratificado en vía judicial, siempre y cuando dicha ratificación se 
produzca a posteriori de manera efectiva. El criterio podría considerarse im-
plícito en el texto de alguna resolución administrativa donde se declara 
que «con carácter general sólo podrán reducir la base imponible aquellas 
cantidades que se satisfagan a partir de la resolución judicial salvo que en 
la misma se reconozca un carácter retroactivo a las medidas adoptadas, como 
podría ser el que la sentencia de separación ratifique lo contenido en el convenio 
regulador aportado en la presentación de la demanda de separación» (la 
cursiva es nuestra) 26. Y así vendría también a corroborarlo, a nuestro modo 
de ver, alguna otra resolución de la DGT, al aceptar que cuando la pensión 
compensatoria reviste, en virtud del convenio, la forma de un solo pago 
único, la reducción se practique aunque su importe haya sido satisfecho con 
anterioridad al acto judicial aprobatorio (únicamente se puntualiza que, en 
tal caso, la aplicación efectiva de la reducción tendrá que esperar al mo-
mento de producirse la ratificación judicial)". El criterio expresado, sin 
embargo, no puede considerarse enteramente pacífico, dado que no falta 
recurrente, ni la sentencia de divorcio que expresamente dice que no acuerda ninguna 
medida judicial complementaria, deferida al período de ejecución de sentencia. Sólo 
existe tal pensión compensatoria a partir del auto de ejecución, que expresamente lo 
reconoce, pero cuya eficacia no puede alcanzar a situaciones anteriores, no contempladas 
en la propia resolución». 
26  El pasaje transcrito corresponde a la Res. DGT de 9-3-2000 (JUR 2001, 216742), 
citada con anterioridad. A su tenor, parece que cuando se hayan satisfecho pensiones 
antes de la ratificación del convenio, el pagador de la pensión «podrá solicitar, a partir 
de la sentencia de ratificación, la rectificación de las declaraciones presentadas en esos 
ejercicios, en las que se reduciría su base imponible en las cantidades satisfechas en cada 
uno». En circunstancias comparables, la STSJ de Castilla-La Mancha de 7-5-2001 (JUR 
2001, 258100) admite incluso la reducción de la pensión compensatoria satisfecha en 
virtud de un convenio regulador, pese a que éste no llegara a aprobarse judicialmente, 
teniendo en cuenta que la falta de ratificación se había debido a causas que para nada 
condicionaban la obligación de pago de la pensión acordada en él, así como que dicha 
pensión fue además ratificada posteriormente por la sentencia judicial de divorcio, que 
otorgó a la misma validez retrospectiva. 
27  Tal es la conclusión de la Res. DGT 1537/97, de 8-7-1997, cuando entre otras cosas 
afirma: «En caso de que el mencionado importe se hubiese satisfecho por el consultante 
con anterioridad al momento en que resultaría exigible merced a la aprobación judicial 
del convenio regulador, procederá la reducción de la base imponible en el período impo-
sitivo en que se dictó la resolución judicial, pues fue ésta la que mediante la aprobación 
del convenio regulador, propició los efectos liberatorios de la obligación de compensa-
ción económica del cónyuge correspondiente al importe satisfecho con anterioridad». 
Idéntica solución establece la Res. DGT de 31-7-1998 (JUR 2001, 215649). 
872 
EL DERECHO TRIBUTARIO ANTE EL FENÓMENO DE LAS CRISIS FAMILIARES 
alguna sentencia donde se cuestiona la reducción cuando el pago de la 
prestación, de acuerdo con lo previsto en el convenio, precede a la ratifica-
ción judicial de éste'. En nuestra opinión, sin embargo, basta emplear el 
prisma del sentido común para apreciar que el acto judicial aprobatorio, de 
no manifestarse en él de forma expresa lo contrario, revalida sin más lo 
acordado por las partes desde su firma, convirtiéndose en fuente legitima-
dora directa de todos los actos, previos y futuros, basados en el convenio'. 
La pensión habrá de considerarse por tanto en estos casos satisfecha por 
decisión judicial desde la fecha del convenio regulador. 
De todas formas, sin embargo, el tratamiento aplicable, cuando el pago de 
la pensión compensatoria precede a la resolución judicial, se ha planteado 
de ordinario como un problema de calificación de la prestación (cuestión 
merecedora de un análisis independiente, que se abordará en el próximo 
apartado) más que de cumplimiento en sí del requisito formal de su fijación 
judicial. Dicho de otro modo, el conflicto suele girar la mayor parte de las 
veces en torno a si puede aplicarse la reducción cuando la prestación esta-
blecida a favor de un cónyuge en el convenio regulador no se designa en 
éste de modo expreso como pensión compensatoria, sino que se la califica 
así de manera sobrevenida por el acto judicial aprobatorio del convenio o 
por un acto posterior producido ex profeso para explicitar que las cantida-
des satisfechas tienen tal carácter. A propósito de este aspecto, la doctrina 
En este sentido, por ejemplo, la STSJ de Aragón de 10-1-2003 (JUR 2003, 208458). 
No debe perderse de vista sin embargo que una sentencia posterior de este mismo Tribu-
nal, la de 11-4-2005 (RJ 2005, 1211), puede decirse que enmienda la plana a la anterior, 
al declarar que la reducción en este caso «es acorde a la finalidad del precepto tributario, 
que no es otra que el reconocimiento de determinado beneficio fiscal, en este caso la 
deducción de la parte regular de la base imponible, al pago de aquellas cantidades que 
tengan por objeto el restablecer el equilibrio económico roto por la separación o divorcio 
para el otro cónyuge, conforme a lo prevenido en el artículo 97 del Código Civil y te-
niendo en cuenta las distintas circunstancias que en el mismo se establecen, naturaleza 
de la pensión y finalidad del precepto tributario que en este caso ni se adquiere ni se 
altera por mor de la sentencia judicial, dado que la misma, al aprobar el convenio previo, 
no añade a éste, ni siquiera tiene en cuenta, en contra de lo que el citado artículo 97 
establece, otras circunstancias distintas a los acuerdos a los que, sobre este punto, llegaron 
los cónyuges» (F. r). Ello no obstante, incluso en esta última sentencia citada se man-
tiene un voto particular desfavorable a aceptar la reducción, invocando la doctrina previa 
de la misma Sala. 
La idea aparece así expresada en otro pasaje de la STSJ de Aragón de 11-4-2005 
(citada en nota anterior): «Sin embargo, aun tomando la literalidad del precepto, no 
puede ignorarse que la decisión judicial en este caso, no establece ex novo la aludida 
pensión compensatoria ni la modifica, limitándose a aprobar y ratificar un convenio pre-
vio entre los cónyuges, regulador de los efectos de la separación, en el que, entre otros, 
se hallaba expresamente recogido el pago de la aludida pensión desde el momento 
mismo de su firma, y con tal contenido y eficacia es aprobado luego judicialmente, incor-
porándolo a la propia sentencia y haciéndolo oponible frente a terceros, por lo que su 
eficacia, salvo que en la sentencia se dispusiera otra cosa, que no es el caso, no comienza 
en el momento de su aprobación, sino que una vez producida ésta, se despliega desde el 
momento mismo de la firma del Convenio, y ello, incluso frente a terceros, siendo ésta 
la aportación a aquél por parte de la decisión judicial» (F. 29. 
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administrativa se muestra, en la línea ya examinada, rigorista en extremo, 
admitiéndose la reducción sólo para las cantidades pagadas a partir del mo-
mento en que una decisión judicial explicite su carácter de pensión com-
pensatoria". Se soslaya así el hecho de que la especificación judicial sobreve-
nida puede referirse tanto a la prestación que se ha de satisfacer en el futuro 
como también a la que hubiera sido abonada con anterioridad en virtud 
del acto judicial original'. Por eso no es de extrañar que, habida cuenta del 
rigor infundado con que se manifiesta en este punto la Administración, los 
tribunales se hayan sentido obligados a enmendar su criterio en más de una 
ocasión, admitiendo que, una vez reconocido por el acto judicial que la 
prestación establecida constituye pensión compensatoria, la reducción se 
practique por todas las cantidades satisfechas desde la firma del convenio". 
3.3. El problema de la calificación: delimitación del concepto de 
pensión compensatoria frente a otros pagos derivados del cese 
de la convivencia 
3.3.1. La necesidad de indagar la naturaleza material de los pagos 
Sin duda alguna, una de las cuestiones más controvertidas que viene plan-
teando la práctica de la reducción prevista en el art. 55 LIRPF se refiere a la 
calificación de las cantidades satisfechas por el contribuyente como pensión 
compensatoria. El origen de todos los conflictos se halla en la frecuente 
a  De acuerdo con la Res. DGT de 19-9-2001 (JUR 2002, 120714), los pagos realizados 
no permitirán aplicar reducción alguna mientras se haya mantenido sin especificar en el 
convenio la parte de las cantidades satisfechas que corresponde a pensión compensatoria. 
La especificación posterior mediante un acto judicial del importe correspondiente a pen-
sión compensatoria permitirá, conforme al criterio administrativo, practicar la reducción 
sólo por las cantidades satisfechas desde que se produzca este último acto judicial. 
31  La Res. DGT de 15-10-1998 (JUR 2001, 202581) sostiene el mismo criterio expresado 
en la resolución citada anteriormente, en este caso ante una certificación del Secretario 
del Juzgado por la que se especificaban las cantidades correspondientes a pensión com-
pensatoria que se venían satisfaciendo desde cinco años antes: «No obstante, y puesto 
que con fecha 24 de octubre de 1996 el Secretario del Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción expidió certificación en la que se expresa que una cuarta parte se destina a 
pensión compensatoria a favor de su ex-cónyuge, esta última cantidad podrá ser objeto 
de reducción en la parte regular de la base imponible, siempre que la citada certificación 
produzca plenos efectos civiles, y a partir de la fecha en que produzca dichos efectos (la cursiva 
es nuestra). 
32  Ante la evidencia de que la modificación judicial del convenio regulador tenía por 
objeto precisar que una parte de las cantidades satisfechas constituía pensión compensa-
toria desde su origen, la STSJ de Andalucía de 4-4-2006 (JUR 2006, 207211) no tuvo 
ningún inconveniente en aceptar el derecho a la reducción de las cantidades satisfechas 
en períodos anteriores a la citada especificación: «En el supuesto de litis, el relato de 
hechos probados que antecede evidencia la acreditación interesada, toda vez que precisa-
mente, para evitar situaciones injustas como la planteada, los cónyuges acudieron a la 
Autoridad Judicial competente para solicitar la modificación, en los términos expuestos, 
y que sin alterar la cuantía, revela con claridad que desde el inicio de la separación la 
esposa venía percibiendo la suma de 110.000 ptas. en concepto de pensión compensato-
ria». 
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indefinición de los convenios reguladores y de las propias sentencias de 
separación o divorcio, acerca de la naturaleza de las prestaciones que uno 
de los cónyuges queda obligado a satisfacer a los demás miembros de la 
familia. El hecho es que muchas veces el convenio o la sentencia se limitan 
a fijar la obligación de pago, rotulándola con una denominación ambigua, 
lo que dificulta la tarea de apreciar a primera vista su auténtica naturaleza. 
Así las cosas, sucede de modo frecuente que el convenio o la sentencia 
establecen a cargo de un cónyuge la obligación de satisfacer una prestación 
económica destinada de manera genérica al «levantamiento o sostenimiento 
de las cargas familiares o matrimoniales». El fundamento de tales prestacio-
nes no siempre es fácil de determinar a partir de los términos del convenio 
o de la sentencia, aunque no cabe duda de que pueden estar llamadas a 
cumplir funciones diversas de acuerdo con las características y circunstan-
cias concretas de cada situación familiar. Por tal razón es preciso desentra-
ñar en cada caso cuáles son, de acuerdo con el ordenamiento, las conse-
cuencias tributarias que se derivan de su pago. 
La postura más simple y radical al respecto aparece abanderada, de nuevo, 
por la Administración Tributaria. Consiste en mostrar un rechazo frontal 
ante la posibilidad de aplicar la reducción en razón del pago de cantidades 
que no hayan sido designadas de manera inequívoca como pensión com-
pensatoria en el convenio o la sentencia. La simpleza del planteamiento 
libera al intérprete de toda indagación sobre la esencia de los pagos realiza-
dos. En su virtud, no puede considerarse pensión compensatoria —lo que 
excluye de raíz la reducción— ninguna prestación que no haya sido calificada 
así de forma expresa por el juez, o por las partes con el refrendo judicial. 
Exponente destacado de esta postura es la Res. TEAC de 14-9-2006 (RJ 2006, 
1678), uno de cuyos pasajes consideramos interesante reproducir para ilus-
trar la doctrina aludida: 
«En los supuestos en los que la sentencia judicial fije una cantidad a 
pagar pero no defina en concepto de qué se paga y a favor de quien 
se paga (...), tampoco se puede practicar reducción alguna por dicho 
importe, ni tampoco procede el criterio del TEAR de imputar a cada 
una de las personas afectadas la mitad de la cantidad pagada, para así 
reducir la base imponible en el importe de una de las mitades (...). En 
definitiva, al no estar definidas en la sentencia de divorcio la cantidad 
que corresponde a cada una de las personas afectadas, no es factible 
ante la imposibilidad de determinar las cuantías respectivas, practicar 
reducción alguna en la base imponible del pagador» (F. 59. 
La resolución posee una especial relevancia porque dirime un recurso ex-
traordinario de alzada para la unificación de criterio. Por consiguiente, de 
acuerdo con el art. 242.4 LGT, tiene carácter vinculante para todos los órga-
nos administrativos, los cuales deberán así aplicar de manera obligatoria la 
doctrina expresada en ella. Como se ve, cuando la sentencia o el convenio 
regulador no especifican el importe satisfecho por cada concepto (pensión 
compensatoria o alimentos a los hijos), el TEAC también rechaza que pueda 
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efectuarse una estimación proporcional de las cuantías respectivas en fun- 
ción del número y de la condición de los diferentes destinatarios''. La inde- 
finición de la sentencia o del convenio, acerca de los extremos indicados, 
determinaría por tanto la imposibilidad de aplicar cualquiera de los benefi-
cios previstos en las normas tributarias a favor del pagador de pensiones 
compensatorias o alimenticias. En esta misma línea restrictiva se inscriben 
también algunos pronunciamientos judiciales que, para reconocer la condi-
ción de pensión compensatoria a las cantidades satisfechas, consideran inex-
cusable que así se encuentren designadas con suficiente precisión y claridad 
en el convenio o en la sentencia de separación o divorcio'''. Se suele argu-
mentar a tal efecto la especificidad de la función que, en virtud del art. 97 
CC, está llamada a cumplir la pensión compensatoria. Ésta tiene como ob-
jeto exclusivo contrarrestar el desequilibrio económico evidenciado al cesar 
la convivencia, lo que justificaría que sólo se pudieran subsumir en el con-
cepto las cantidades cuyo destino inequívoco fuera cumplir con dicha fun-
ción y sólo cuando así quedase probado de modo indubitable'. 
En realidad, el fondo de la tesis jurisprudencial que se acaba de exponer 
no se encuentra tan lejos de lo que, en nuestra opinión, constituye la pers-
pectiva más acertada para enfrentar la cuestión. A nuestro modo de ver, en 
efecto, la solución del problema aplicativo de las normas que plantea este 
tipo de situaciones requiere un esfuerzo de calificación algo más profundo 
de lo que es capaz de aportar la tesis administrativa. Resulta preciso, en 
concreto, aceptar que, aun viniendo establecidas como una sola prestación 
Aunque la resolución que comentamos sea quizás la más destacada, por su valor 
unificador de doctrina administrativa, es bien conocido que la interpretación del TEAC 
en este punto no constituye ninguna novedad, pues se trata de un criterio mantenido de 
manera constante en el pasado por la DGT. Como muestra, la Res. DGT de 22-10-1999 
(JUR 2001, 204358) afirma lo siguiente al respecto: «En el texto de la sentencia judicial 
que se acompaña al escrito de consulta no se determina qué cantidades corresponden a 
pensión compensatoria y a anualidades por alimentos, ya que la indicada sentencia judi-
cial lo hace de una forma global por ambos conceptos.—La imposibilidad de determinar 
las cuantías respectivas supondría, a menos que en algún momento posterior se especifi- 
quen judicialmente las mismas, que el consultante no pueda aplicar lo dispuesto en el 
art. 46.2 de la Ley [art. 55 de la LIRPF vigente] ». 
14  De esta forma se expresa la STSJ de Andalucía de 3-3-2003 (RJ 2003, 908): «Así las 
cosas, consideramos que dado que la pensión compensatoria a que aludimos no concurre 
en todos los supuestos de separación y divorcio, su inclusión en el convenio regulador 
ha de gozar de la suficiente precisión y claridad para que no deje lugar a duda de su 
razón de ser» (F. 32). Idéntica solución, incluso con mención expresa de la anterior, 
ofrece la STSJ de Canarias de 14-1-2005 (JUR 2005, 74131). En esta misma línea restrictiva 
se inscribe asimismo la más reciente STSJ de Madrid de 28-12-2007 (NFJ028343): «Así las 
cosas, no cabe aplicar en este supuesto esa deducción prevista y establecida en el art. 71.2 
de la Ley del impuesto [art. 55 LIRPF vigente] al no resultar acreditados los términos de 
aplicación de esa deducción no prevista para este supuesto de levantamiento de cargas 
familiares» (F. r). 
35  Insistiendo en esta misma argumentación, la STSJ de Andalucía de 29-9-2003 (JUR 
2003, 270088), proclama la necesidad de que se produzca «una declaración expresa en 
la resolución judicial» para admitir la existencia del derecho a la pensión compensatoria 
(F. 22). 
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genérica, las cantidades satisfechas son susceptibles de revestir una esencia 
plural, lo que hace necesario indagar y discernir las diferentes funciones 
que su pago está llamado a cumplir. Lo cierto es que la necesidad de esta 
tarea parece ser asumida en cierto modo por el grupo de sentencias a que 
se acaba de hacer alusión'''. El defecto que se advierte en ellas es, sin em-
bargo, el excesivo rigor probatorio que manifiestan, y que termina desembo-
cando en la práctica en una exigencia absoluta de que la prestación haya 
sido designada como pensión compensatoria en el convenio o en la senten-
cia de separación o divorcio". Así las cosas, los resultados de este plantea-
miento jurisprudencial acaban siendo equivalentes a los de la postura admi-
nistrativa cuya simpleza se ha criticado con anterioridad. 
Resulta por eso mucho más correcta, a nuestro juicio, la actitud que muestra 
otra serie de sentencias, muy numerosa por cierto, al abordar la tarea califi-
cadora ante este tipo de situaciones. Nos referimos a una línea de pronun-
ciamientos donde, tras establecerse la necesidad de indagar la naturaleza 
verdadera de los pagos, se admite la posibilidad real de reconocer la condi-
ción de pensión compensatoria a las cantidades que no se designan como 
tales de modo expreso, pero que, teniendo en cuenta las circunstancias de 
los perceptores, razonablemente puedan considerarse destinadas a cumplir 
la función propia de tales pensiones'. Paradigmática en esta línea es la STSJ 
La STSJ de Madrid de 30-1-2002 (JUR 2002, 218535) declara por ejemplo que «nos 
encontramos con un problema probatorio en el que la carga de la prueba corresponde 
al sujeto pasivo en virtud del principio del art. 114.1 de la LGT [art. 105 LGT vigente] » 
(F. 59. Y más claramente aún, la STSJ de Andalucía de 31-1-2006 UUR 2006, 208521), 
reconoce que «la resolución de la cuestión pasa por tanto, habitualmente, por la determi-
nación de la naturaleza de los pagos realizados, para lo cual es ineludible el examen de 
la resolución judicial en la que se establecen los mismos» (F. 39. 
.37 Como ya se ha visto, la STSJ de Andalucía de 29-9-2003 exige «una declaración 
expresa en la resolución judicial» (F. 22); para la STSJ de Madrid de 30-1-2002 «no se 
prueba la modificación de las medidas judiciales iniciales mediante el correspondiente 
convenio entre los cónyuges judicialmente aprobado, donde conste que las cantidades 
satisfechas lo eran en el concepto que nos ocupa» (F. 59; la STSJ de Andalucía de 31-1-
2006, en fin, declara que «Como bien se dijo en la resolución impugnada le corresponde 
al recurrente haber acreditado en sede administrativa los hechos constitutivos de su dere-
cho a la reducción, lo que en este caso pasaba por acreditar la existencia de una resolu-
ción judicial que estableciera el pago a su cargo de una cantidad en concepto de pensión 
o alimentos a favor del cónyuge» (F. 29. 
Además de la STSJ de Baleares de 22-5-2001 (JUR 2001, 214300), cuyo fundamento 
de derecho cuarto se reproduce a continuación en el texto, son destacables dentro de 
esta línea, entre otras, la de este mismo Tribunal de 27-7-2001 (JUR 2001, 271400), y las 
SSTSJ de Cataluña de 25-4-2003 (JUR 2004, 34278) y de 31-5-2006 (JUR 2006, 296274). 
Esta última afirma lo siguiente: «Cierto es, como pone de manifiesto el TEARC, que en 
el Convenio ambos cónyuges renunciaron expresamente a una pensión compensatoria, 
sin embargo, la circunstancia de que las cantidades "en contribución a las cargas del 
matrimonio" abonadas por el recurrente, deberían reducirse a la mitad en el caso de 
fallecer el hijo del matrimonio, permite considerar sin lugar a dudas, que al menos en la 
mitad, dichas cantidades estaban destinadas a la mujer, lo cual se articula, en el ámbito 
del Derecho Civil común, disuelto el matrimonio por divorcio, a través de la institución 
de la pensión compensatoria» (F. 39. En la misma línea apunta la STSJ de Cataluña de 
23-5-2005 (JUR 2005, 182814). a la que no obstante hay que censurarle que para valorar 
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de Baleares de 22-5-2001 (JUR 2001, 214300), cuyo fundamento de derecho 
cuarto, por su claridad, nos permitimos reproducir: 
«La resolución de la misma pasa por la determinación de la naturaleza 
de los pagos realizados, para lo cual es ineludible el examen de la reso-
lución judicial y del acuerdo regulador ratificado por ella. Sin embargo, 
uno de los problemas que presentan en ocasiones tales resoluciones 
judiciales, como la presente, es el de la imprecisión en la determinación 
exacta de la naturaleza de las obligaciones que establecen (alimentos 
para el ex-cónyuge, o para los hijos, o levantamiento de las cargas del 
matrimonio, si lo hay todavía, o pensión compensatoria). Esta situación 
a su vez, provoca distintas actitudes en los sujetos pasivos, desde quien 
se deduce el total de lo pagado, aunque vaya referido tanto al cónyuge 
como a hijos, hasta quien se deduce sólo un porcentaje o nada. La 
Administración por su parte, también mantiene en ocasiones una posi-
ción irrazonable, según la cual, ante la falta de asignación de cuotas, 
debe negarse toda posibilidad de deducción, o negando que en los 
casos de divorcio sea posible establecer una obligación de alimentos 
dada la ruptura del vínculo. 
En el presente caso, sin entrar en las discusiones jurídicas que la mate-
ria ofrece, el examen del convenio regulador traído a los autos, en el 
que la cantidad asignada y deducida es para la "contribución a las car-
gas del matrimonio y alimentos", sin que la sentencia judicial especifi-
que nada sobre ello, debe obligar, atendiendo el resultado de las prue-
bas practicadas en los presentes autos, salud mental y situación laboral 
y económica de la esposa (ratificada por la declaración de las hijas), así 
como la convivencia de éstas con el actor, y, resto de las condiciones 
pactadas, a declarar que existen elementos de juicio suficientes para 
concluir afirmando que la cantidad referida estaba destinada a compen-
sar el desequilibrio económico ocasionado a la esposa por el divorcio, 
y así debe entenderse, lo que unido a la cláusula de actualización de la 
cantidad fijada, asimismo pactada, debe conducir a la estimación del 
recurso con anulación de la liquidación y resolución recurrida». 
Como se ve, la sentencia no sólo admite la necesidad de establecer la amén- 
la naturaleza de los pagos realizados atienda a circunstancias sobrevenidas en períodos 
posteriores a la firma del convenio, v que no pudieron ser tenidas en cuenta en la aproba-
ción judicial del mismo (de manera que la cantidad satisfecha, aun siendo pensión com-
pensatoria, podría carecer del necesario refrendo judicial a que ya se hizo referencia en 
el apartado anterior de este trabajo). Finalmente, respaldando también la necesidad de 
indagar la naturaleza material de los pagos —más allá de su denominación fi)rmal en la 
sentencia o el convenio— la STSJ de Galicia de 24-1-2003 (JUR 2003, 192557) rechaza la 
imposición de sanciones a un contribuyente que dedujo de sus rentas una parte de las 
cantidades satisfechas en virtud del convenio regulador, pese a no ser designadas en 
éste como pensión compensatoria, recordando a tal efecto la necesidad de efectuar una 
calificación basada en la naturaleza material de los pagos efectuados, v considerando por 
ello que la interpretación del contribuyente podía considerarse como una discrepancia 
razonable excluyente de la responsabilidad por infracción. 
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tica esencia de los pagos realizados, por encima de su denominación formal, 
sino que adopta una postura receptiva a la consideración de todos los indi-
cios existentes, en cuanto puedan reputarse denotativos de esa esencia. Ex-
ponente claro de esta línea es también, además de otras citadas anterior-
mente, la STSJ de Galicia de 30-1-2002 (JUR 2002, 134765)". Y asimismo, la 
STSJ de Canarias de 11-11-2003 (JUR 2004, '27291), la STSJ de Andalucía 
de 16-9-2003 (JUR 2003, 269651), y las SSTSJ de Cantabria de 25-1-2002 (RJ 
2002, 782) y de 29-11-2002 (JUR 2003, 20363), todas las cuales tienen en 
común aceptar como elemento probatorio decisivo de la naturaleza de los 
pagos como pensión compensatoria su declaración como rendimiento del 
trabajo por el perceptor de los mismos. 
Ello no obstante, este esfuerzo de la jurisprudencia por desentrañar la au-
téntica naturaleza de las cantidades satisfechas, tropieza a menudo con la 
dificultad de cuantificar, dentro de la prestación global, el importe que de 
la misma corresponde a pensión compensatoria. Quizá pueda considerarse 
en exceso simplista a tal efecto establecer, sin más consideraciones, una 
estimación proporcional en función de la condición de los distintos destina-
tarios, como hace un grupo muy numeroso de sentencias'. De esta forma, 
la pensión compensatoria ascendería a una parte alícuota de la cantidad 
global, que se consideraría distribuida a partes iguales entre el cónyuge y 
cada uno de los hijos con derecho a la percepción de alimentos'. Rechazan 
sin embargo esta alternativa algunas resoluciones judiciales que, incluso re-
conociendo la necesidad de indagar la naturaleza material de los pagos, se 
oponen a que la solución pueda basarse en un mero prorrateo'. En nuestra 
.`" En dicha sentencia puede leerse cuanto sigue: «siendo precisa, por lo ya razonado, 
una labor interpretativa de lo acordado en convenio matrimonial, que permita el necesa-
rio encaje de dicha situación en las previsiones de aquella norma tributaria, ha de con-
cluirse -(...)- que de la referida cantidad de 110.000 ptas. mensuales globalmente asig-
nada según convenio a "cargas y alimentos", esto es, a dos conceptos, solo una parte se 
destina a alimentos de los hijos, complementada con la que viene soportando el deman-
dante por gastos de colegio, partida que no sería deducible de la base, debiendo enten-
derse que: el remanente se atribuye al concepto no de alimentos a la ex-cónyuge, pues 
la disolución matrimonial impide tal consideración, sino como concepto asimilable al de 
pensión compensatoria que sería deducible de la base imponible (...)» (F. r). 
Entre otras muchas, optan por esta solución las SSTSJ de Canarias de 18-4-2000 (RJ 
2001, 1456), 3-7-2000 (RJ 2001, 1736), 27-2-2002 (RJ 2002, 1177), 31-10-2001 (RJ 2002, 
290), 18-2-2003 (RJ 2003, 1425), 15-3-2002 (JUR 2002, 265578), 10-4-2002 (JUR 2002, 
265607), 18-10-2000 (RJ 2001, 331) y 10-10-2000 (RJ 2001, 581), SSTSJ de Castilla y León 
de 29-1-2000 (RJ 2000, 374) y de 31-1-2006 (RJ 2006, 654), STSJ de Castilla-La Mancha 
de 24-1-2000 (RJ 2000, 236), STSJ de La Rioja de 11-12-2001 (RJ 2002, 159), STSJ de 
Madrid de 6-6-2001 (RJ 2002, 241), STSJ de Andalucía de 22-2-2002 (RJ 2002, 481), 24-
9-200`2 (RJ 2003, 182) y 18-9-2003 (JUR 2003, 243200), SSTSJ de Galicia de 28-10-2003 
(RJ 2004, 493) y 30-12-2003 (RJ 2004, 571) y (RJ 2004, 573), STSJ de Cataluña de 16-6- 
2005 (JUR 2006, 228301). 
" Abiertamente partidario del prorrateo se muestra Gumut.-■ REot.h.RA, M. [«Pensiones 
compensatorias y alimenticias en el Impuesto sobre la Renta», Diario La Ley, núm. 5635 
(2002), pg. 1812]. 
'2 En este sentido, la STSJ de Cantabria de 25-1-2002 (RJ 2002, 782). En general, este 
Tribunal se muestra contrario a la solución del prorrateo, como se pone de manifiesto 
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opinión se ha de convenir, en efecto, en la necesidad de agotar todos los 
medios existentes para efectuar una calificación de las cantidades satisfechas 
que sea lo más ajustada posible a la realidad. Pese a ello, debe reconocerse 
también que, una vez establecido, mediante razonamientos basados en la 
prueba disponible, que una parte de los pagos cumple la función material 
propia de la pensión compensatoria, a menudo no habrá fórmula más pre-
cisa que la del prorrateo para discernir los importes destinados a cada fin, 
por lo que la solución no podrá ser otra que ésta. De ahí que la jurispruden-
cia mayoritaria haya optado por aceptarlo así como hemos visto, declarando 
aplicables a estos efectos en última instancia las reglas previstas en la norma-
tiva del IRPF para las entidades sujetas al régimen de atribución de rentas". 
En resumen, y como conclusión, cuando el convenio regulador o la senten-
cia de separación o divorcio establecen a cargo de un cónyuge la obligación 
de satisfacer al otro una cantidad global bajo una denominación genérica, 
sin especificar que una parte de la misma corresponde a pensión compensa-
toria, no por ello debe rechazarse, como sistemáticamente hace la Adminis-
tración, la posibilidad de que el obligado al pago disfrute del tratamiento 
fiscal previsto para las pensiones compensatorias o de alimentos. Antes bien, 
en tales casos se impone una labor de calificación que conduzca a desentra-
ñar la auténtica naturaleza material de las cantidades satisfechas, lo que en 
último extremo puede requerir una estimación proporcional basada en la 
condición de cada destinatario". A nuestro modo de ver, la solución indi-
cada es la más acorde con el método y con los criterios de interpretación 
vigentes en nuestro Derecho. Ha de quedar muy claro eh particular que en 
en sus sentencias de 4-12-2000 (JUR 2001, 69995), 22-2-2001 (RJ 2001, 829), 21-12-2000 
(RJ 2000, 1661) y 22-11-2000 (RJ 2000, 1941). Y lo mismo cabe decir del TSJ de Asturias, 
como se constata en su sentencia de 25-1-2001 (RJ 2001. 312). También se oponen al 
prorrateo las SSTSJ de Canarias de 13-6-2001 (RJ 2002, 28) y de 22-6-2001 (RJ 2002, 30). 
" Expresivas de la línea indicada son, entre otras muchas, las palabras de la STSJ de 
Cataluña de 16-12-2004 (JUR 2005, 34140): «Ante esta situación de indeterminación en 
lo que constituye la pensión compensatoria y la cantidad por alimentos, la jurisprudencia 
ha venido optando por aplicar las reglas de atribución de rentas previstas en el art. 10 
de la misma Ley del IRPF de 1991 [arts. 8.3 y 89.3 de la vigente LIRPF] como ha hecho 
el TEARC en la resolución ahora impugnada. No obstante, y en todo caso, ha de estarse 
al supuesto concreto, lo que nos lleva al análisis del resultado de la prueba practicada.—En 
el presente caso, se acredita que los dos hijos comunes estaban viviendo con la madre 
(...).—De este modo, no queda más remedio que dividir proporcionalmente el importe 
de aquella cuantía por el número de personas beneficiadas, tal como se razona en la 
resolución administrativa y ha dicho también este Tribunal en otras sentencias (...)» (F. 
r). 
" Tal y como afirma GONZÁLEZ GARCÍA, E. («Cantidad deducible de la base imponible 
del IRPF (1991) en concepto de pensiones compensatorias a favor del cónyuge y anualidades por 
alimentos, cuando no existe distribución expresa de la cuota correspondiente a cónyuge e 
hijos», Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, núm. 12 (2001)1, «sorprende la actitud de la 
Administración y de la sentencia que nos ocupa, cuando ante el silencio o insuficiencia 
de la sentencia de separación en este punto, exigen del contribuyente pagador de las 
cantidades destinadas "a levantar las cargas del matrimonio" unas pruebas y precisiones. 
que más bien parecen propias de quien pretende afirmar que esas cantidades se abonan 
en concepto de alimentos a los hijos». 
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ningún momento se trata de aplicar por analogía la reducción prevista para 
las pensiones compensatorias a cantidades que, sin serlo, cumplan su misma 
función''. Antes bien, lo que sucede es que la calificación de los hechos ha 
de efectuarse de acuerdo con la verdadera naturaleza jurídica del supuesto 
de la realidad, prescindiendo de la forma o denominación que las partes le 
atribuyan. Dicho de otro modo, antes de preguntarse siquiera si existe iden-
tidad de razón que justifique aplicar a los pagos realizados por un cónyuge 
el tratamiento previsto en la norma para las pensiones compensatorias, hay 
que apreciar si, a la vista de sus características esenciales, la naturaleza mate-
rial de tales pagos se corresponde realmente con la de una pensión compen-
satoria. Si la conclusión fuese afirmativa, la práctica de la reducción no ten-
drá su origen en una aplicación analógica del precepto que la regula, sino 
en una cabal operación jurídica de calificación. 
3.3.2. El concepto autónomo de cargas del matrimonio 
Una vez sentado que para determinar las consecuencias fiscales es preciso 
indagar y desentrañar la auténtica naturaleza material de la prestación, re-
sulta indispensable establecer cuáles son las diferentes modalidades a que la 
misma puede responder. Particular relevancia tiene, llegados a este punto, 
resolver si puede predicarse la existencia de un concepto de «cargas matri-
moniales» o «familiares» distinto del de pensión compensatoria y de los 
alimentos. De alcanzarse una conclusión afirmativa ello exigiría para empe-
zar, desde luego, tener el hecho muy presente en el momento de calificar 
la naturaleza de las cantidades satisfechas, al objeto de discernir también 
qué pagos corresponden a la modalidad señalada. Por otra parte además, 
una vez aislada la cantidad que se destina al levantamiento de estas particu-
lares cargas, sería preciso asimismo determinar las consecuencias tributarias 
específicas que su pago produce. La solución a esto último no parece reves-
tir muchas dificultades, pues el levantamiento de estas denominadas cargas 
familiares o del matrimonio, si se concluye que su naturaleza no se corres-
ponde con la de los alimentos a los hijos o al cónyuge, constituye en nuestra 
opinión una pura y simple aplicación de renta. Por consiguiente, salvo que 
por alguna causa esté justificado un tratamiento especial (así, por ejemplo, 
cuando la carga corresponda a una aplicación de renta para la que se con-
templen beneficios fiscales específicos), su pago habrá de considerarse irre-
levante, tanto para el perceptor como para el obligado a efectuarlo. 
Volviendo a la cuestión principal, esto es, la posible existencia de esta cate-
goría de cargas, diferenciada de otras prestaciones que derivan asimismo 
del cese de la convivencia, lo cierto es que la mayoría de las resoluciones y 
sentencias que se ocupan del régimen tributario aplicable no mencionan 
siquiera el problema. La necesidad de abordar su solución sin embargo se 
presenta, a nuestro modo de ver, ineludible. Sobre todo a la vista de aquellas 
Consideramos preciso subrayarlo, pues alguna sentencia invoca el argumento de la 
prohibición de analogía para rechazar la reducción correspondiente a cantidades que no 
se designaban explícitamente como pensión compensatoria. Así, por ejemplo, la STSJ de 
Canarias de 14-1-2005 ()UR 2005, 74131), F. 2». 
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resoluciones administrativas que se declaran contrarias a que las cantidades 
satisfechas reduzcan la base imponible por no haber sido designadas de 
forma inequívoca como pensión compensatoria en el convenio o la senten-
cia de separación o divorcio. En tales casos, en efecto, el sentido común 
conduce a preguntar a continuación cuál es entonces el destino y la natura-
leza de los pagos realizados, pues si no son pensión compensatoria sólo 
caben otras dos alternativas. La primera, considerar que se trata de alimen-
tos a los hijos, lo que permitiría entonces que el pagador, aun sin derecho 
a reducción, disfrutase al menos del tratamiento previsto para tales supues-
tos, es decir, la aplicación de la escala progresiva, de modo separado, a la 
parte de base liquidable coincidente con el importe de la prestación y al 
resto de la base liquidable (arts. 64 y 75 LIRPF). La segunda posibilidad 
sería admitir la existencia de una categoría autónoma de prestaciones deri-
vadas del cese de la convivencia, distintas de la pensión compensatoria y 
de los alimentos, denominada «contribución a las cargas familiares o del 
matrimonio», cuyo tratamiento sería como más atrás se apuntó el mismo 
aplicable a cualquier otra aplicación de renta. Ésta parece ser la solución 
implícita en las resoluciones administrativas opuestas a la reducción en la 
base imponible, si bien en ellas no suele aportarse ni un solo argumento 
para justificar esta solución. 
A propósito de esta última cuestión, deben citarse como primer dato rele-
vante varias sentencias que apuntan, en efecto, a un tertium genus distinto de 
las pensiones compensatorias y alimenticias. Así, la existencia de esta tercera 
categoría es sugerida, para empezar, por la propia STSJ de Baleares de 22-
5-2001, cuyo fundamento de derecho cuarto se ha transcrito más arriba'. Y 
más clara aún en este sentido es la posición de la STSJ de Aragón de 20-2-
2004 (JUR 2004, 230619) que, además de los alimentos a los hijos, menciona 
como conceptos diferenciados de la pensión compensatoria, entre otros, las 
llamadas litisexpensas (cantidades destinadas a cubrir los gastos ocasionados 
por el proceso de separación o divorcio), o el pago de la hipoteca familiar 
(siempre que no venga establecido en sustitución de la pensión compensa- 
toria). Por su parte, la STSJ de Madrid de 28-2-2001 (JUR 2001, 220410) 
señala también que, junto a la pensión compensatoria y a la pensión alimen-
ticia a favor de los hijos, el art. 90 CC «dispone que el convenio regulador 
haga referencia a la contribución a las cargas del matrimonio, concepto 
que, a falta de especificación por el legislador, comprende aquellas necesi-
dades no satisfechas a través de las otras dos pensiones y a las que vienen 
obligados a contribuir los cónyuges» (F. 46) 47. 
m  Se ha de recordar que, de acuerdo con su texto, «uno de los problemas que presen-
tan en ocasiones tales resoluciones judiciales, como la presente, es el de la imprecisión 
en la determinación exacta de la naturaleza de las obligaciones que establecen (alimentos 
para el ex-cónyuge, o para los hijos, o levantamiento de las cargas del matrimonio, si lo hay todavía, 
o pensión compensatoria)» (la cursiva es nuestra). 
47  No es preciso decir que ésta es también la postura de la Administración. Véase como 
muestra la Res. DGT de 7-10-1999 (JUR 2001, 204236): «Las cargas del matrimonio tienen 
diferente naturaleza y fundamento jurídico que la pensión compensatoria, y pueden con-
siderarse como el conjunto de gastos de interés común que origina la vida familiar, regu- 
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En nuestra opinión, sin embargo, y conforme se deduce del propio texto 
de las sentencias citadas, el ámbito de lo que puede considerarse en sentido 
estricto como cargas, sin ser al mismo tiempo alimentos, es muy reducido'. 
Dicho en términos concretos, además de los alimentos a los hijos, sólo cabe 
considerar como cargas del matrimonio, los importes necesarios para aten-
der el pago de las deudas y gastos originados por la previa vida en común 
(incluyendo las litisexpensas), así como por la gestión ordinaria y la conser-
vación del patrimonio común, entendido éste en un sentido restringido 
como «bienes del matrimonio», tal y como resalta la STS de 31-5-2006 (RJ 
2006, 3502) 1". Por otra parte, la existencia de estas cargas se limitaría a los 
supuestos de separación, pues sólo en ellos subsiste la unión matrimonial 
cuyas cargas comunes puede ser preciso atender'. Disuelto el matrimonio, 
desaparecen sus cargas. Si, a partir de ese momento, se mantiene la obliga-
ción de un cónyuge de sostener las cargas individuales del otro, los pagos 
por este concepto deberán considerarse necesariamente como pensión 
compensatoria o alimenticia, por lo que generarán el derecho a practicar 
la reducción en la base establecida para las pensiones compensatorias, o 
lacias en el Código Civil con referencia a las responsabilidades de los patrimonios conyu-
gales (artículos 1318, 1362 y 1438). La pensión compensatoria no es tina carga familiar, 
pues obedece a evitar el desequilibrio económico que la separación o divorcio pueden 
producir a los cónyuges». 
Corrobora en general esta impresión la jurisprudencia civil más reciente producida 
al respecto, donde las cargas del matrimonio a que aluden los arts. 90.1)) y 103.3' CC se 
suelen identificar con el •conjunto de gastos de interés común que origina la vida fami-
liar, con referencia a las responsabilidades de los patrimonios conyugales», tal y como 
señala por ejemplo el AAP de Tarragona de 15-9-21)04 (JUR 2005, 9296). Este auto posee 
especial interés porque se extiende en la cita de diversos pronunciamientos anteriores 
de la jurisdicción civil relativos al concepto de cargas familiares, declarando que «se trata 
de un concepto residual y referible estrictamente a las cargas del sistema económico 
matrimonial, pago de préstamos, créditos, gastos comunes que afectan a los bienes, crite-
rio este que se contiene en la SAP de Barcelona de 24 de febrero de 1987, SAP de Toledo 
de 15 de junio 1992, y en el mismo sentido las de la AP de Barcelona Sección 16 de 15 
de noviembre de 1990, y la de AP de Madrid Sección 13 de 16 de julio de 1990 y la de 
AP de Jaén de 1 de diciembre de 1995, la de AP de Barcelona Sección 18 de 7 de octubre 
de 1998 y la AP de Zaragoza, de 3 de enero de 2000» (F. 2.). 
'9 A tenor de la citada sentencia, «la noción de cargas del matrimonio debe identifi-
carse con la de sostenimiento de la familia, debiendo ser atendidas tales cargas por ambos 
cónyuges en cuanto abarcan todas las obligaciones y gastos que exija la conservación y 
adecuado sostenimiento de los bienes del matrimonio y los contraídos en beneficio de 
la unidad familiar, considerándose también como contribución el trabajo dedicado por 
uno de los cónyuges para la atención de los hijos comunes (artículo 103-34 del Código 
Civil). Pero no cabe considerar como cargas del matrimonio los gastos generados por 
ciertos bienes que, aun siendo de carácter común, no son bienes del matrimonio (...)» 
(F. 39). 
En efecto, como antes se vio, la STSJ de Baleares de 22-5-2001 habla del «levanta-
miento de las cargas del matrimonio, si lo hay todavía» (una vez más, la cursiva es nuestra), 
y la propia Administración, en la Res. DGT de 7-10-1999 antes citada, identifica estas 
cargas con los gastos de interés común originados por «la vida familiar», lo que parece 
excluir cualquier concepto que se origine tina vez que ésta cesa. 
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bien a la aplicación separada de la escala prevista en caso de alimentos a los 
hijos. 
La importancia de esta última conclusión no debe desdeñarse, pues significa 
tanto como afirmar que, en supuestos de divorcio, las cantidades satisfechas 
constituyen siempre pensión compensatoria o alimentos a los hijos. De ahí 
que, si no procede la reducción 'en la base imponible, lo que no podrá 
rechazarse de ningún modo es la aplicación del régimen específico previsto 
para la prestación alimenticia a favor de los hijos, como de forma más o 
menos implícita hace la Administración en sus resoluciones'. 
3.4. La necesidad de que el pago se haya hecho efectivo 
Prosiguiendo con el análisis de las condiciones que deben rodear la práctica 
de la reducción, hay que preguntarse acto seguido si se considera imprescin-
dible a tal efecto que la pensión se haya hecho efectiva, o bien basta con 
que resulte acreditada la existencia de la obligación y su exigibilidad por el 
acreedor, aunque el pago no se haya realizado aún. Desde luego, una vez 
más el examen de la doctrina administrativa no deja lugar a dudas acerca 
de su postura al respecto. De acuerdo con el criterio de la Administración, 
para que la reducción pueda practicarse es preciso que se haya producido 
de forma efectiva el abono de la pensión'. La misma interpretación de-
fiende, por su parte, la STSJ de Extremadura de 22-10-2003 (JUR 2004, 
56579)5'. A nuestro modo de ver, el criterio expresado puede considerarse 
Como excepción al silencio que normalmente guardan sobre este extremo las reso-
luciones de la Administración, la Res. DGT 1378/02, de 23-9-2002, admite de modo ex-
preso que la contribución para gastos extraordinarios por educación y sanitarios de los 
hijos menores constituye alimentos a los hijos y, por consiguiente, permite la aplicación 
separada a su importe de la escala progresiva, tal y como prevé la LIRPF. 
S'  Véase en tal sentido la Res. TEAC de 27-3-1998 (RJ 1998, 733), recaída en un recurso 
extraordinario de alzada para la unificación de criterio: «Expuesto lo que antecede, cabe 
señalar la existencia en el precepto referenciado de un requisito necesario para la produc-
ción del electo pretendido por el mismo, que por lo que se refiere al caso que nos 
ocupa, de la minoración de los rendimientos en el ejercicio del obligado a satisfacer las 
anualidades por alimentos, es el de la efectiva satisfacción de las dichas cantidades me-
diante su correspondiente abono, ya que dicha condición se desprende de su tenor literal 
al referirse a las mismas como "satisfechas", y, reiterarse igualmente al final del precepto 
cuando se alude a la minoración de los rendimientos del obligado a "satisfacerlas", repro-
duciéndose, asimismo, la exigencia de dicho requisito en la legislación posterior, consti-
tuida por la Ley 18/1991, que, en su artículo 71 referido a las reducciones en la base 
imponible regular, permite la reducción de la misma de las partidas satisfechas por anuali-
dades por alimentos como consecuencia de decisión judicial» (F. 32). 
53  El Tribunal en este caso razona afirmando que «La utilización del término "satisfe-
chas" ha de interpretarse en sentido estricto, es decir, no hasta que exista la obligación 
es necesario que la obligación se haya cumplido, de manera que si no se acredita, como 
es el caso, que la pensión ha sido satisfecha no cabrá reducción alguna» (F. 32). En la 
misma dirección apunta la SAN de 24-2-2005 (JUR 2005, 232143), que en un supuesto 
de sustitución de la pensión periódica por la cesión de varios inmuebles considera que 
la reducción no podrá practicarse hasta tanto no se produzca la transmisión efectiva de 
los bienes en cuestión. 
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correcto, en cuanto basado en el tenor literal del art. 55 LIRPF, que refiere 
la reducción a las pensiones compensatorias satisfechas. Se impide así de 
paso el disfrute del beneficio por parte del cónyuge moroso, en una materia 
como ésta donde se constata una especial sensibilidad social, aunque este 
último argumento no pueda por sí solo considerarse de excesivo peso en el 
orden jurídico estricto. 
La conclusión precedente debe entenderse por otra parte sin perjuicio de 
la necesaria concurrencia de una decisión judicial como requisito previo a 
la práctica de la reducción, de acuerdo con lo expuesto algunas páginas más 
atrás. Ahora bien, en nuestra opinión ello no debería impedir la práctica de 
la reducción por las pensiones satisfechas antes de la ratificación por el juez 
del convenio regulador, siempre que su pago esté previsto en éste. Por nues-
tra parte somos favorables a que en tales circunstancias la reducción se apli-
que, bien que supeditando su validez definitiva a la ulterior aprobación judi-
cial del convenio, pues lo acordado en éste vincula desde su firma a los 
cónyuges que lo suscriben. Consideramos riguroso en exceso, también en 
este punto, el criterio administrativo, conforme al cual la reducción podrá 
practicarse sólo una vez producida la resolución judicial que establezca la 
obligación de pago, y exclusivamente por las cantidades que, con funda-
mento en dicha resolución, hayan sido ya satisfechas de modo efectivo''. 
Como es natural, por otra parte, la consideración de una pensión como ya 
satisfecha suscita de inmediato la cuestión de la prueba del pago. A tal 
efecto, los tribunales manifiestan cierta flexibilidad en la apreciación de 
los elementos probatorios, estimando suficiente en general, para considerar 
acreditado el pago efectivo, la declaración del importe de la pensión como 
rendimiento del trabajo por el perceptor a efectos de su IRPF. Muestra de 
este criterio valorativo de la prueba son, entre otras, la STSJ de Cantabria 
de 25-1-2002 (RJ 2002, 782) o la STSJ de Canarias de 11-11-2003 (JUR 2004, 
27291Y'''. Bien entendido que una cosa es la acreditación del pago efectivo 
'' A tal efecto, se ha de recordar aquí que, de acuerdo con las Ress. DGT 1537/97, de 
8-7-1997 y 1409/98, de 31-7-1998 (¡CR 2001, 215649), «procederá la reducción de la base 
imponible en el período impositivo en que se dictó la resolución judicial, pues fue ésta 
la que mediante la aprobación del convenio regulador, propició los efectos liberatorios 
de la obligación de compensación económica del cónyuge correspondiente al importe 
satisfecho con anterioridad». El tenor de estas resoluciones plantea, asimismo, un pro-
blema relacionado con la imputación temporal de la reducción, al que enseguida aludire-
mos en el texto. 
La primera de las sentencias mencionadas efectúa, en este sentido, las siguientes 
consideraciones: «Figuran igualmente en el expediente administrativo (...) fotocopias de 
las declaraciones del citado impuesto [IRPF] presentadas por doña Inés (la exmlfjer del 
demandante) [...] en las que incluye como retribuciones percibidas en cada uno de esos 
años seiscientas mil pesetas (...), datos indicativos de que efectivamente también satisfizo 
tal cantidad en estos últimos años». (F. 3"). Por su parte, la STSJ de Canarias de 11-11- 
2003 admite que «se ha logrado por la parte recurrente acreditar la cuantía de la suma 
abonada en concepto de pensión compensatoria a su cónyuge, dado que habrá de to-
marse por tal, la cantidad que la esposa viene declarando, sin reservas u oposición por 
parte de la Administración en los sucesivos ejercicios fiscales» (F. 3'). 
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a través de este medio y otra muy distinta la prueba de que la obligación de 
satisfacer la pensión tiene su origen en una decisión judicial, pues en nin-
gún caso procederá la reducción si esto último no viene también apoyado 
en los pertinentes elementos probatorios'. 
3.5. Imputación temporal de la reducción y del rendimiento del 
trabajo 
Cuestión distinta, aunque relacionada de forma íntima con la efectividad de 
los requisitos mencionados en el apartado precedente, es la de la impu-
tación temporal, no sólo de la reducción a que tiene derecho el pagador de 
la pensión, sino del correlativo rendimiento del trabajo que, en virtud del 
art. 17.2.0 LIRPF, obtiene quien la percibe. Por nuestra parte, considera-
mos que la reducción debe reflejarse en todo caso en la declaración del 
período en que los importes correspondientes resulten exigibles por el 
acreedor, de acuerdo siempre con el convenio o con la sentencia de separa-
ción o divorcio. Se puede esgrimir a tal efecto una aplicación analógica del 
art. 14.1 LIRPF, que establece como regla general la imputación temporal 
de los ingresos y de los gastos que integran los rendimientos del trabajo y 
del capital al período de su exigibilidad'. De acuerdo con este criterio, 
cuando el contribuyente cumpla con retraso su obligación de pago, deberá 
practicar la reducción solicitando a tal efecto, conforme al art. 120.3 LGT, 
la rectificación de su autoliquidación correspondiente al período impositivo 
en el que dicha obligación hubiese resultado exigible por su acreedor. Esta 
solución tiene además la ventaja de acompasar la imputación en el IRPF del 
rendimiento del trabajo que obtiene el perceptor con la de la reducción 
que practica el pagador, impidiendo a éste de paso decidir a su arbitrio y 
conveniencia el período de aplicación del beneficio. 
El último problema a estos efectos sería determinar cuándo resulta exigible 
por el acreedor la pensión, si el convenio que la contempla se hubiese fir-
mado en un ejercicio anterior al de la fecha de la sentencia que lo ratifica. 
A nuestro modo de ver, en este caso la pensión debe considerarse exigible 
desde la firma del convenio (salvo que de éste se desprenda otra cosa), 
no a partir de la fecha de su ratificación por el juez. Es verdad que el conve-
nio, una vez firmado, queda sometido a la aprobación judicial, lo que podría 
Así se preocupa de ponerlo de relieve la STSJ de Madrid de 23-6-2003 (RJ 2004, 
1219), señalando que el derecho a la reducción »requiere una fijación expresa a favor 
del cónyuge, mediante decisión judicial, circunstancia que el recurrente no ha acreditado 
que concurra en el presente caso, pues al no aportar el convenio regulador, no queda 
justificado que se encuentren lijadas como pensión compensatoria. No pudiendo admi-
tirse la alegación de que hasta haberse acreditado el pago, pues ello no justifica que dicho 
pago sea consecuencia de resolución judicial, requisito necesario (...)» (F. 3u) 
'7  Este criterio de imputación es el que sostiene, de modo concluyente, la STSJ de 
Cataluña de 10-10-2002 (RJ 2003, 594). Por las razones expresadas en el texto, nos inclina-
mos por esta solución, que encontramos más acertada que el criterio de la Res. DGT de 
9-3-2000 (JUR 2001, 216742), donde se interpreta para un caso similar que «el pagador 
reducirá la base imponible del ejercicio en que paga en el total importe de lo satisfecho». 
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inclinar a considerar aplicable la regla prevista en el art. 14.2.a) LIRPF (ha-
ciendo coincidir la exigibilidad con la fecha de la resolución judicial firme 
aprobatoria). Ahora bien, no lo es menos, que en estos casos el margen de 
actuación del juez a tal efecto es muy restringido, pues en virtud del art. 90 
CC debe limitarse a supervisar que el contenido del convenio no es dañoso 
para los hijos o gravemente perjudicial para uno de los cónyuges. De ahí 
que, en principio, y salvo circunstancias muy excepcionales, la existencia y 
el montante de la pensión compensatoria no puedan verse afectados por la 
resolución judicial, lo que excluye a nuestro juicio la aplicación del art. 
14.2.a) LIRPF. Discrepamos por tanto de algunas resoluciones administrati-
vas que consideran exigible la obligación sólo desde la fecha de su aproba-
ción por el juez, por lo que difiere el cómputo de la reducción a ese período 
impositivo'. 
Menos conflictivo parece determinar el criterio de imputación de la renta 
obtenida por el pensionista. Como se sabe, el art. 17.2.f) LIRPF califica el 
supuesto como rendimiento del trabajo, por lo que resulta aplicable para 
su imputación temporal, en primer lugar, la regla prevista en el art. 14.1.a) 
LIRPF. En su virtud, el ingreso se considerará rendimiento del trabajo del 
período en que resulte exigible conforme a Derecho'''. Como ya se ha dicho, 
mientras el convenio se encuentre pendiente de ratificación judicial, no por 
ello debe considerarse suspendida la exigibilidad de la pensión compensato-
ria prevista en él, por lo que si el deudor la satisface con puntualidad deberá 
también el acreedor declarar su importe como rendimiento del trabajo en 
los plazos ordinarios de declaración previstos para cada período impositivo. 
Ello no impide que, en caso de retrasos en el cobro no imputables al acree-
dor, pueda éste acogerse a la regla prevista en el art. 14.2.b) LIRPF. En tal 
caso, la declaración del rendimiento se aplazará hasta el momento en que 
se haya percibido de manera efectiva, sin que por esta causa deba verse 
alterado el criterio de imputación temporal, de modo que el ingreso deberá 
considerarse obtenido en todo caso en el período de su exigibilidad, me-
diante declaraciones complementarias fuera del plazo ordinario, sin recar-
gos, intereses ni sanciones por el retrasó'. 
En el sentido indicado se pronuncian las Ress. DGT 1537/97, de 8-7-1997 y 1409/ 
98, de 31-7-1998, citadas anteriormente. Distinto criterio parece desprenderse, sin em-
bargo, de la Res. DGT 523/2000, de 9-3-2000, citada también con anterioridad, donde se 
afirma como ya vimos que «En el supuesto de que la sentencia ratifique el convenio 
regulador y se hubieran satisfecho cantidades con anterioridad a la ratificación, lo proce-
dente será que el perceptor de la pensión la hubiera incluido en la declaración de los 
ejercicios en que se percibió y el pagador de la misma podrá solicitar, a partir de la 
sentencia de ratificación, la rectificación de las declaraciones presentadas en esos ejerci-
cios, en las que reduciría su base imponible en las cantidades satisfechas en cada uno». 
Ello no obstante, esta resolución, como antes se vio, prima como circunstancia determi-
nante de la imputación temporal de la reducción la fecha del pago efectivo de la pensión, 
cuando éste es posterior a la exigibilidad. 
Así lo interpreta también, como no podía ser de otro modo en este caso, la Res. 
DGT V1406/2006, de 10-7-2006 (iLTR 2006, 224474). 
Ésta es la turma de actuación que, con buen criterio en este punto, prescribe la Res. 
DGT 523/2000, de 9-3-2000, citada con reiteración. 
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3.6. Sustitución de la pensión periódica por uno o varios pagos 
Corno es sabido, el art. 97 CC vigente contempla la posibilidad de que la 
compensación por desequilibrio consista en una pensión periódica o bien 
en una prestación única. Por su parte, el art. 99 permite que, aunque en 
origen se hubiera establecido una pensión periódica, ésta sea sustituida en 
cualquier momento por «la constitución de una renta vitalicia, el usufructo 
de determinados bienes o la entrega de un capital en bienes o en dinero». 
La fijación de una prestación única constituye de hecho una fórmula útil 
como alternativa para evitar el mantenimiento futuro de una relación obli-
gatoria duradera entre las partes. La posibilidad de establecerla no parece 
encontrarse sometida a especiales limitaciones, de modo que puede conve-
nirse la sustitución de la pensión periódica en cualquier momento, y la 
prestación alternativa puede ser la constitución, entrega o cesión de uno o 
más bienes o derechos, en dinero o en especie, y mediante uno o varios 
pagos''. Con referencia a esta hipótesis no plantea actualmente ninguna 
duda que la cuantía o el valor de la prestación sustitutoria recibe el mismo 
tratamiento a efectos del IRPF que la pensión a la que sustituye. Es decir, 
siempre que se cumplan los demás requisitos, su importe reducirá la base 
imponible del IRPF del obligado al pago, solución que no se discute por la 
doctrina administrativa existente al respecto, y que viene respaldada asi-
mismo desde hace tiempo por la más elevada jurisprudencia. Como puso 
de relieve la STS de 24-10-1998 (RJ 1998, 7934), «una cesión patrimonial 
realizada en tales condiciones, no puede caber duda equivale a una propia 
pensión compensatoria aunque no tenga carácter anual o periódico y se 
consume en un solo acto. La consecuencia no puede ser hacerle perder su 
virtualidad minusvaloradora de la base, sino la de que sólo sea imputable, 
lógicamente, en el ejercicio en que se produzca» (F. 49'. Ello no obstante, 
en nuestra opinión la posibilidad de aplicar la reducción en estos casos 
"' Un supuesto especial sería, por ejemplo, el que se da cuando uno de los miembros 
del matrimonio separado o divorciado percibe prestaciones como beneficiario de un plan 
de pensiones u otra fórmula de previsión similar. A menudo sucede —en particular, 
cuando el régimen es el de gananciales— que las aportaciones al sistema durante la vigen-
cia del matrimonio se sufragan con ffindos comunes a ambos cónyuges, pese a figurar 
como beneficiario formal uno sólo de ellos. De ahí que al producirse la separación o el 
divorcio sea necesario establecer a cargo del beneficiario una compensación con destino 
al otro cónyuge, que puede consistir en el pago de una prestación periódica equivalente 
a la mitad de las cantidades que se vayan percibiendo. En nuestra opinión, este tipo de 
medidas resulta claramente asimilable a la pensión compensatoria, por lo que debe admi-
tirse en estos casos practicar reducción en la base imponible del pagador y considerar 
rendimiento del trabajo el importe ingresado por el perceptor. Así lo admite la propia 
Res. DGT de 27-3-2007 (JUR 2007, 111987). 
"2  Más recientemente, recogen de manera explícita la posibilidad de practicar la reduc-
ción en estos casos, por ejemplo, la SAN de 24-2-2005 (JUR 2005, 232143) o la STSJ de 
Cataluña de 16-5-2006 (JUR 2006, 240829). El criterio no se discute tampoco por la doc-
trina administrativa, como se ponía de relieve ya, entre otras, en la Res. DGT de 31-7-
1998 (JUR 2001, 215649), y se viene reiterando) también hasta las más recientes Rcss. 
DGT 1057/2004, de 21-4-2004 (JUR 2004, 159081) y 1406/2006, de 10-7-2006 (JUR 2006, 
224474). 
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exige también que el acuerdo sustitutorio de la prestación periódica por un 
pago único haya sido objeto del oportuno refrendo judicial, pues nada justi-
fica que para esta hipótesis se considere decaído el requisito previsto a tal 
efecto en el art. 55 LIRPF". 
Sentado que el derecho a la reducción no se ve alterado por el hecho de 
que la pensión sea sustituida en los términos expuestos, ello no obstante, 
como el propio Tribunal Supremo precisa, la sola circunstancia de que la 
prestación no consista en una serie de pagos regulares y periódicos sí puede 
ocasionar alguna particularidad en relación con las consecuencias tributa-
rias que produce su pago. La sustitución implica, desde la perspectiva del 
sujeto obligado a satisfacerla, que la reducción de su base imponible, como 
es natural, se distribuya temporalmente en un número más reducido de 
períodos impositivos, debiendo incluso aplicarse en un solo período en caso 
de que la exigibilidad de la prestación sustitutoria se circunscriba a un único 
ejercicio. Ciertamente, aunque la tributación global podrá verse modificada 
por esta causa, no cabe prejuzgar si el resultado final será favorable o perju-
dicial para el interesado. Tendrá en ello influencia tanto el tipo marginal 
aplicable en los períodos sucesivos —en que se hubiera aplicado la reduc-
ción, de haberse mantenido la pensión periódica— como la valoración que 
merezca la ventaja financiera obtenida, en términos de diferimiento de im-
puestos, al anticipar la reducción'''. 
Con todo, quien quizá más pueda verse afectado por el hecho de que la 
prestación se satisfaga en uno o en varios pagos no periódicos es casi con 
toda seguridad su perceptor, dado que deberá declarar en un número me-
nor de ejercicios anuales —y en uno sólo, si la alternativa es un pago único—
la totalidad del importe que se le entrega o del valor de los bienes o dere-
chos que recibe, anticipando así su tributación por esta causa, y con la consi-
guiente elevación además del tipo marginal aplicable —efecto este último 
que, no obstante, sólo se dejaría sentir si con sus rentas ordinarias no alcan-
zase ya de por sí el tipo marginal máximo del IRPF—. De ahí que posea gran 
importancia valorar si en estos casos la percepción cumple con los requisitos 
necesarios para ser considerada irregular, de modo que pueda el interesado 
beneficiarse de la reducción del 40 por 100 prevista en la LIRPF para este 
tipo de rentas. Pues bien, puesto que de acuerdo con el art. 17.2.f) LIRPF 
Nos adherirnos en este punto a la opinión de Ruiz Gutuo, M. (oh. cit.), y a la argumen-
tación que utiliza en contra de lo resuelto por la STSJ de Valencia de 8-3-2002 (12.1 2002, 
982), en la que se aceptó la reducción de la prestación única sustitutoria establecida en 
un acuerdo transaccional carente de aprobación formal por la autoridad judicial. 
"I Por otra parte, además, corno señala GumitA REuEin, M. (oh. cit., págs. 181(1-1811), 
a propósito de la sustitución de la obligación de pago por la constitución de un derecho 
de renta periódica a favor del acreedor, en estos casos, «si se prevé que el volumen 
patrimonial cedido a la entidad financiera para constituir la renta vitalicia va a ser supe-
rior a la suma de las bases liquidables de cinco años, el actual y los cuatro siguientes, esta 
estrategia no compensaría en absoluto porque quedarían cantidades sin deducir». Véase 
en el mismo sentido MARTiN•Z HORNERO, F. J. [La fiscalidad del matrimonio y sus crisis, Praxis, 
Barcelona (1998), pg. 346]. 
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las pensiones compensatorias constituyen rendimientos del trabajo para el 
perceptor, no cabe duda de que su importe podrá reducirse en un 40 por 
100 cuando en ellas concurra alguna de las condiciones previstas en el art. 
18.2 LIRPF a tal efecto. Conforme al citado precepto, la reducción será 
aplicable cuando la prestación se perciba de forma notoriamente irregular 
en el tiempo. Tal sucederá, si nos atenemos al art. 11.1.e) del vigente RIRPF 
según es aceptado por la propia Administración'', si su importe se satisface 
a través de un pago único, en dinero o en especie, o por cualquier otra 
razón resulta imputable en un solo período impositivo (por ejemplo, por 
haberse estipulado varios pagos exigibles dentro del mismo año natural). 
Citando, por el contrario, las partes acuerden que la prestación se satisfaga 
en varios pagos repartidos en más de un período impositivo, la única posibi-
lidad de considerar aplicable la reducción del 40 por 100 sería estimar que 
el derecho del perceptor tiene un período de generación plurianual. De 
llegarse a tal conclusión, la reducción sería procedente siempre que se cum-
pliese la condición prevista por el art. 11.2 RIRPF, es decir, cuando el co-
ciente resultante de dividir el número de años de generación de la presta-- 
ción entre el número de períodos en los que se fracciona su pago fuese 
mayor que dos. En nuestra opinión, sin embargo, esta interpretación resulta 
dificil de defender, toda vez que la prestación persigue compensar un des-
equilibrio económico que no se gesta en un período de tiempo más o me-
nos prolongado, sino que tiene su origen inmediato en el hecho puntual 
del cese de la convivencia y en el empeoramiento, episódico y no paulatino, 
que por esta causa experimenta la situación de uno de los cónyuges'''. 
Antes de concluir conviene recordar, por último, que no parece haber du-
das en cuanto a la solución adecuada cuando la prestación sustitutoria sea 
en especie, de modo que se concrete en la constitución, entrega o cesión de 
bienes o derechos distintos del dinero. En tal hipótesis será preciso acudir a 
los criterios de valoración previstos en el art. 43 LIRPF para las rentas en 
especie. Como es sabido, la regla general a tal efecto es el cómputo de la 
renta por el valor de mercado de los correspondientes bienes o derechos. 
Cuando la prestación consista en la constitución de una renta periódica, 
deberá considerarse rendimiento del trabajo del perceptor el valor actual 
actuarial de la renta en el período de su constitución, y si el derecho a 
percibirla se articula mediante un seguro de vida de prima única a su favor, 
el importe computable habrá de ser el de la prima satisfecha'''. 
'' Así, la Res. DGT 1057/2004 de 21-4-2004, y también implícitamente la Res. DGT 
1406/2006 de 10-7-2006, ambas citadas con anterioridad. 
Se opone de forma terminante a la reducción en este caso la va citada Res. DGT 
1406/2006 de 10-7-2006. 
67  Éste es el tratamiento que prescribe, con buen criterio a nuestro juicio, la Res. IX;T 
1057/2004, de 21-4-2(104, citada antes. Para el perceptor, como afirma GUERRA REGUERA, 
M. (oh. cit., pg. 1811), no es sencillo determinar cómo debe producirse la tributación, si 
bien el autor parece mostrarse favorable, con MARTINEZ HORNERO, F. j. (oh. cit., pgs. 342 y 
343), a que tribute como rendimiento del trabajo —irregular, en su caso— la prima o el 
valor actual de la renta que se constituye, y como rendimiento del capital mobiliario el 
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4. LAS ANUALIDADES POR ALIMENTOS A LOS HIJOS 
Está muy claro, o al menos lo está para nosotros, que el grueso de la conflic-
tividad en cuanto a las consecuencias tributarias que produce la crisis fami-
liar se relaciona con la calificación de las cantidades que uno de los cónyu-
ges queda obligado a satisfacer a los demás miembros de la familia. Por 
consiguiente, puesto que los criterios que han de guiar esa labor han sido 
ya objeto de análisis en el apartado anterior, a propósito de los pagos entre 
cónyuges o ex-cónyuges, las líneas esenciales de esta cuestión pueden darse 
por expuestas también por cuanto afecta a las anualidades por alimentos en 
favor de los hijos. 
No está de más recordar al respecto que, en los casos de separación matri-
monial, los alimentos a los hijos pueden aparecer englobados dentro de la 
categoría algo más amplia de las cargas del matrimonio, donde se incluirían 
junto a otra clase de pagos: los destinados a hacer frente a las deudas y 
gastos que tienen su origen tanto en la previa vida en común como en la 
gestión ordinaria y en la conservación de los bienes comunes del matrimo-
nio separado. En tales casos, la distinción entre la contribución a estas deu-
das y gastos y lo que constituye alimentos a los hijos se torna fundamental, 
puesto que el régimen tributario difiere de modo considerable. En con-
creto, como se sabe, las anualidades por alimentos a los hijos fijadas por 
decisión judicial permiten al padre que las satisface partir en dos su base 
liquidable general del IRPF, con objeto de aplicar de manera diferenciada 
la escala progresiva del impuesto, por un lado a la parte de dicha base 
coincidente con la prestación alimenticia y, por otro, al resto de la base 
liquidable general. Para los hijos que la perciben, esta prestación se encuen-
tra exenta del IRPF. En tales casos además el pagador de los alimentos 
puede incrementar en 1.600 € la cuantía de su mínimo personal y familiar'. 
La contribución destinada a cubrir otras deudas y gastos comunes recibe, 
por el contrario, el tratamiento propio de cualquier otra aplicación de 
renta, de modo que por regla general su pago carecerá de influencia en la 
tributación del pagador y del perceptor. 
Una vez puesta de relieve la importancia de diferenciar entre lo que son 
anualidades por alimentos a los hijos y lo que constituye contribución a 
otras cargas comunes del matrimonio, se ha de recordar igualmente a efec-
tos de su distinción que la prestación de alimentos es aquella que tiene por 
objeto todo lo indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia 
médica, así como la educación e instrucción del alimentista mientras sea 
éste menor y aun después cuando no haya terminado su formación por 
causa que no le sea imputable (art. 142 CC). De este modo, conforme al 
criterio interpretativo que aquí se ha defendido, toda cantidad destinada a 
alguno de los fines señalados, respecto de los hijos de quien la satisface, 
porcentaje que corresponda de la prestación anual, de acuerdo con el vigente art. 25.3.c) 
LIRPF, postura con la que coincidimos en sustancia. 
68 Un ejemplo práctico de aplicación de este tratamiento es el que ofrecemos en AA 
W: Curso de Derecho Tributario. Parle especial, 	ecl., Tecnos, Madrid (2008), pgs. 254-255. 
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habrá de quedar sujeta al régimen tributario de los alimentos a los hijos, sin 
necesidad de que su pago se haya designado así de modo explícito por el 
convenio regulador o por la sentencia de separación. Por tanto, sólo aquella 
parte de las cantidades satisfechas que no responda a este concepto se en-
contrará excluida de toda ventaja específica en su tributación'. 
Hechas las precisiones anteriores, la cuestión más controvertida que alguna 
vez ha planteado el régimen tributario de los alimentos a los hijos se rela-
ciona con las razones que justifican su sometimiento a un régimen fiscal 
propio que, pese a resultar ventajoso para el pagador en comparación con 
el que se dispensa a otras aplicaciones de renta, no deja de ser sin embargo 
más gravoso que el que reciben quienes satisfacen pensiones compensato-
rias u otras prestaciones de alimentos —en favor de parientes distintos de los 
hijos—, cuyos pagos reducen la renta sujeta a gravamen. Para defender la 
equiparación del tratamiento aplicable en uno y otro caso se ha alegado en 
ocasiones una supuesta ausencia de razón jurídica capaz de justificar las 
diferencias existentes. El argumento, seguido hasta el final, llevaría a consi-
derar que la regulación vigente vulnera en este punto el principio de igual-
dad, en su doble versión, como exigencia de igualdad de trato subjetiva ante 
la Ley (art. 14 CE) y como excluyente de las diferencias de gravamen entre 
manifestaciones de riqueza equiparables (art. 31.1 CE). Esta pretensión, no 
obstante, fue rechazada hace ya algún tiempo por el Tribunal Constitucio-
nal'', en esencia por entender que la situación del padre alimentante no 
puede equipararse a la de cualquier otro obligado al pago de pensiones, ya 
sean éstas compensatorias o de alimentos a parientes distintos de los hijos'''. 
Por nuestra parte, coincidimos con el planteamiento jurisprudencial en que 
la posición del contribuyente que satisface alimentos a los hijos se encuentra 
más cercana a la de cualquier otro padre, obligado a atender económica-
mente al sustento de los hijos que conviven a su cargo —sin existir pago 
explícito de alimentos—, que a la de los contribuyentes obligados a satisfacer 
pensiones compensatorias o alimenticias al cónyuge, ex-cónyuge u otros pa- 
'' Así parece aceptarlo, como ya se vio, la Res. DGT 1378/02, de 23-9-2002. En la 
mayoría de sus resoluciones, sin embargo, la Administración no hace siquiera referencia 
a la necesidad de calificar estos pagos de acuerdo con su auténtica naturaleza, como es 
lo procedente. 
7°  Véase en esta línea la STC 1/2001, 15-1-2001, cuya postura ha venido viéndose secun-
dada con posterioridad de manera constante por los Tribunales ordinarios. Ejemplo de 
ello son las SSTSJ de Madrid de 31-3-2004 (JUR 2004, 137419) y de 304-2004 (JUR 2004, 
228287), la STSJ de Andalucía de 10-1-2002 (RJ 2002, 536) o la STSJ de Cataluña de 18-
6-2004 (JUR 2004, 35198). 
71  I.a STC 57/2005, de 14-3-2005, declaró, a propósito de esta cuestión, que la supuesta 
desigualdad de trato entre situaciones idénticas no podía apreciarse, por faltar una condi-
ción sine qua non a tal efecto, dado que «los términos de comparación ofrecidos por la 
demandante no resultan idóneos para ilustrar la desigualdad que se denuncia», habida 
cuenta de las diferencias esenciales existentes entre el fundamento de la prestación de 
alimentos a los hijos, y el de las pensiones compensatorias u otras prestaciones alimenti-
cias a parientes (véanse los FF. 49, 59 y 62). 
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rientes'. Ahora bien, tal vez por eso mismo debería plantearse la posibilidad 
de equiparar las consecuencias fiscales para los padres en todas las situacio-
nes, eliminando las diferencias de trato entre aquéllos que conviven con 
hijos a su cargo y la de los obligados al pago de la prestación por alimentos. 
Una fórmula sencilla a tal fin sería permitir a éstos aplicar las cuantías esta-
blecidas con carácter general en concepto de mínimo por descendientes, 
con el límite del importe de la pensión satisfecha de modo efectivo". 
5. CONSIDERACIONES SOBRE EL USO DE LA VIVIENDA 
FAMILIAR Y LA OBLIGACIÓN DE PAGO DEL PRÉSTAMO 
DESTINADO A SU ADQUISICIÓN 
Con la mayor frecuencia, como se sabe, entre las medidas adoptadas para 
situaciones de separación o divorcio, los convenios reguladores o las senten-
cias judiciales atribuyen el uso de la vivienda familiar a uno de los cónyuges 
y a los hijos que quedan bajo su custodia, disponiendo que las cuotas del 
préstamo garantizado con hipoteca sobre el inmueble sean satisfechas por 
el otro cónyuge. A su vez, la situación puede presentar diversas variantes, 
en función sobre todo de cuál de los dos esposos fuera el propietario origi-
nal de la vivienda —siendo frecuente que ésta perteneciera a ambos en co-
mún— y de si las medidas derivadas de la separación o el divorcio determi-
nan cambios en su titularidad, ya sea como consecuencia de la disolución 
del patrimonio común, o bien por la adjudicación en exclusiva del inmueble 
a un cónyuge por otras causas (ya sea como dación en pago de la compensa-
ción por trabajo doméstico —en la extinción del régimen de separación— o 
para saldar el crédito correspondiente a participación en las ganancias —al 
72 Como señalara la STC 1/2001, de 15-1-2001, la normativa del impuesto, «al excluir 
la posibilidad de que los padres que deben satisfacer pensiones de alimentos en favor de 
sus hijos por resolución judicial puedan deducir la cuantía de las mismas en la base 
imponible del IRPF (...) no hace otra cosa que equiparar la situación de aquéllos a la de 
todos los padres que —por imperativo constitucional (art. 39.3 CE) y legal (arts. 110, 111 
y 143 CC)—, han de sufragar los gastos que ocasiona la manutención y educación de sus 
hijos sin que exista una decisión judicial que se lo imponga» (F. 3v). 
73 PARRA BAUTISTA, J. R. [«Pensiones compensatorias y alimenticias. Tratamiento en el 
IRPF», Gaceta Fiscal, núm. 202 (2001), pg. 58], defiende una solución similar, alegando 
la similitud de la situación de los padres que satisfacen alimentos con la de aquellos otros 
que tienen derecho al mínimo por descendientes pese a no convivir físicamente con los 
hijos a su cargo, por estudiar éstos, por ejemplo, en una localidad distinta de la de resi-
dencia familiar. Por su parte, SÁNCHEZ PEDROCHE, A. [«La familia en el nuevo Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas», en la obra colectiva Estudios del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, Lex Nova, Valladolid (2000), pg. 188] reclama también una 
equiparación de trato, si bien a la inversa, es decir, permitiendo a los padres que no 
satisfacen alimentos la aplicación separada de la escala a la parte de sus rentas empleada 
en la manutención de los hijos que conviven a su cargo. En nuestra opinión, sin embargo, 
esta medida sólo sería razonable si se limitase cuantitativamente el importe de los gastos 
de manutención computable a estos efectos, pues de lo contrario se estaría abriendo la 
puerta a la aplicación de este tratamiento a cualquier aplicación de renta que tuviese 
como beneficiarios a los hijos. 
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extinguirse este otro régimen económico-matrimonial—, o bien simplemente 
como prestación alternativa a la pensión compensatoria de carácter periódi- 
co) 
Por lo que aquí interesa, no teniendo este estudio por objeto las consecuen-
cias tributarias derivadas del reparto del patrimonio inherente a la extinción 
o disolución del régimen económico matrimonial, sino el tratamiento de 
las prestaciones derivadas del cese de la convivencia, la primera hipótesis 
que hemos de considerar es la adjudicación de la titularidad exclusiva a un 
cónyuge, sobre la vivienda hasta entonces común o privativa del otro, como 
compensación por el desequilibrio económico derivado de la ruptura matri-
monial, es decir, como solución alternativa al pago de una pensión compen-
satoria de carácter periódico, tal y como se prevé en el art. 97 CC. 
Como bien puede entenderse, la hipótesis que se acaba de mencionar no 
presenta diferencias sustanciales con la realización de otras entregas en es-
pecie en sustitución de la pensión periódica, por lo que su tratamiento tri-
butario ha de ser el que ya se indicó para tales supuestos en un apartado 
precedente. De ahí que, siempre que la adjudicación esté revestida de las 
demás condiciones necesarias (y en particular, el inexcusable refrendo judi-
cial de la medida), el valor de mercado de la vivienda reducirá la base impo-
nible del IRPF del obligado a compensar, constituyendo rendimiento del 
trabajo para el adjudicatario. Como es natural, las cuantías respectivas —de 
la reducción y del rendimiento— se limitarán a la mitad de dicho valor 
cuando la vivienda adjudicada en exclusiva a un esposo fuera originalmente 
de titularidad común a ambos. Por otra parte, si el adjudicatario se subro-
gase en la deuda correspondiente al otro cónyuge por las cuotas pendientes 
del préstamo destinado a la financiación de la vivienda, el importe de las 
cuotas asumidas tendría que descontarse asimismo del valor del inmueble a 
efectos de cuantificar tanto la reducción como el rendimiento. 
Una situación distinta se daría si la deuda pendiente por el préstamo si-
guiese quedando a cargo del cedente de la vivienda, en cuyo caso la DGT 
interpreta que el importe de las cuotas restantes será rendimiento del tra-
bajo para el adjudicatario a medida que vayan siendo satisfechas por el obli-
gado al pago'. Naturalmente, de aceptarse esta solución, el valor del inmue-
ble computable de inmediato, como rendimiento del trabajo y como 
reducción, en el período impositivo mismo de la adjudicación, deberá dis-
minuirse en el importe de las cantidades que estén pendientes de abono en 
esa fecha, dado que éstas se irán traduciendo en rendimientos y reducciones 
en ejercicios sucesivos, a medida que se verifique su pago. La solución pa-
rece razonable, sobre todo cuando —como suele suceder— el préstamo se 
encuentra garantizado con hipoteca sobre el inmueble, pues aunque en 
sentido estricto las cuotas pendientes no se incorporan formalmente al pa-
sivo del adjudicatario, no cabe duda de que el disfrute pacífico de la propie-
dad se encuentra en buena parte subordinado al cumplimiento puntual por 
74  En este sentido, la Res. DGT de 13-3-2001 (JUR 2002, 131986). 
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el deudor de sus obligaciones para con el prestamista. Con todo, la aplica-
ción de este tratamiento estaría condicionada a la consideración del pago 
de las cuotas del préstamo como pensión compensatoria, de acuerdo con el 
criterio que se deduce de la ya citada Res. DGT 13-2-20017', y con una parte 
de la jurisprudencia'''; pero debe tenerse en cuenta que la mayoría de los 
tribunales no lo entienden así, sino que parecen inclinarse por considerar 
el supuesto como un mero levantamiento de las cargas familiares que, en 
consecuencia, no sería rendimiento para el adjudicatario, ni permitiría al 
pagador practicar reducción'''. La razón de esta postura suele tener su ori-
gen en el exceso de rigor probatorio que, según se vio en un apartado 
anterior, manifiestan algunos tribunales a la hora de aceptar que las presta-
ciones establecidas en el convenio o la sentencia de separación o divorcio 
se califiquen como pensión compensatoria. 
En todo caso, las cuotas pagadas en cada período impositivo deberán consi-
derarse inversión en vivienda habitual del adjudicatario de la vivienda, tanto 
si éste se ha subrogado en la deuda pendiente y hace frente a ellas de ma-
nera directa, como si es el otro cónyuge quien las satisface, aunque en este 
caso es imprescindible a tal efecto que su importe se haya computado como 
rendimiento del trabajo para dicho adjudicatario, tal y como hemos defen-
dido aquí. 
Por último, se debe considerar también la posibilidad de que las medidas 
derivadas de la separación o el divorcio no impliquen cambios en la titulari-
dad subjetiva de la vivienda familiar y que, ello no obstante, el uso del in-
mueble se atribuya en exclusiva a uno de los dos cónyuges, normalmente 
junto con los hijos que quedan bajo su custodia. En tal caso, si la vivienda 
era propiedad común, o privativa del otro esposo, éste habrá quedado obli-
gado en realidad a una prestación en especie que, dependiendo de su causa, 
según se deduzca de las circunstancias de cada caso —tal como quedó ex-
puesto en un apartado anterior—, podrá considerarse pensión compensato- 
75  No obstante, se muestran contrarias a esta solución otros pronunciamientos adminis-
trativos, como la Res. DGT de 9-4-2003 (JUR 2003, 111897) y la Res. TEAC de 4-4-2003 
(RJ 2003, 1259). En ellas se rechaza la consideración de pensión compensatoria para las 
cantidades satisfechas por el préstamo hipotecario de la vivienda familiar, negándose al 
pagador la posibilidad de practicar reducción. Desde luego, aunque no se exprese así en 
el texto de las resoluciones citadas, la solución anterior debe excluir que en estos casos 
se produzca un rendimiento del trabajo para el otro cónyuge por el importe de las cuotas 
hipotecarias. 
76  Así, por ejemplo, la STSJ de Valencia de 2-9-2002 (JUR 2003, 70046) y las SSTSJ de 
Madrid de 3-5-2002 (RJ 2003, 688) y de 12-7-2002 (JUR 2003, 168529). 
77  Pueden citarse en este sentido numerosas sentencias, entre las que se encuentran 
las STSJ de Andalucía de 8-3-2000 (RJ 2000, 989), SSTSJ de La Rioja de 27-6-2001 (RJ 
2001, 1331), 13-7-2001 (RJ 2001, 1492) y 28-11-2001 (RJ 2002, 156), o las SSTSJ de Madrid 
de 7-3-2001 (JUR 2001, 220728) y de 17-11-2005 (JUR 2006, 9674). Ninguna de ellas se 
pronuncia sobre la valoración que ha de darse en estos casos al rendimiento percibido 
en el momento de adjudicarse la vivienda, aunque lo coherente con el criterio interpreta-
tivo de todas ellas sería en este caso considerar como pensión compensatoria de modo 
inmediato el valor íntegro del inmueble en la lecha de su adjudicación. 
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ria o levantamiento de cargas familiares. La cuantía económica de dicha 
prestación debe estimarse en el valor atribuible al uso de la mitad del in-
mueble —si éste es común— o de su totalidad —si es privativo—. No sería razo-
nable desde luego entender que dicho valor se corresponde con el importe 
de las cuotas satisfechas en cada ejercicio por el préstamo hipotecario que 
grava la vivienda —o la mitad si fuera común—, sino que su apreciación habrá 
de efectuarse en función de las características del derecho de uso que se 
haya constituido y de las condiciones del mercado inmobiliario vigentes en 
cada momento. 
Por otra parte, si el cónyuge que se ve desposeído del uso de la vivienda 
común queda obligado además a seguir haciendo frente a la totalidad de 
las cuotas del préstamo hipotecario que grava el inmueble, deberá atenderse 
a la causa de esta medida para determinar su naturaleza, aunque nos inclina-
mos a pensar que la mayoría de las veces la mitad del importe satisfecho 
cumplirá en este supuesto también la función propia de la pensión compen-
satoria, pues su pago corresponde a la adquisición de la cuota de titularidad 
sobre la vivienda perteneciente al otro cónyuge. Para éste, el mencionado 
importe —equivalente como se ha dicho a la mitad de las cuotas satisfechas—
será de este modo rendimiento del trabajo, si bien el perceptor podrá consi-
derarlo asimismo como inversión en vivienda a efectos de aplicar la perti-
nente deducción'''. En cuanto a la otra mitad de las cantidades satisfechas 
por el préstamo, obviamente no pueden considerarse prestación a favor del 
cónyuge o de los hijos de quien las hace efectivas, pues esta parte del pago 
corresponde en exclusiva a la adquisición por este último de su propia por-
ción de titularidad sobre la vivienda. Consideración que, como es natural, 
puede extenderse a la totalidad de las cantidades abonadas —y no sólo a la 
mitad— si la vivienda, en lugar de común, tiene carácter privativo para el 
obligado al pago de la deuda pendiente por el préstamo. A nuestro modo 
de ver, son precisamente estas cantidades, en cuanto que se destinan a la 
adquisición de su propia cuota de propiedad sobre la vivienda familiar por 
el contribuyente que ha dejado de residir en ella, las únicas que permiten 
a éste seguir practicando la deducción por inversión en vivienda, de acuerdo 
con el nuevo inciso legal incorporado como último párrafo en el vigente 
art. 68.1.1g LIRPF, donde se dispone lo siguiente: 
»En los supuestos de nulidad matrimonial, divorcio o separación judi-
cial, el contribuyente podrá seguir practicando esta deducción en los 
términos que reglamentariamente se establezcan, por las cantidades sa-
tisfechas en el período impositivo para la adquisición de la que fue 
durante la vigencia del matrimonio su vivienda habitual, siempre que 
continúe teniendo esta condición para los hijos comunes y el progeni-
tor en cuya compañía queden»79. 
7'  Así lo acepta la ya citada Res. DGT de 13-3-2001 (JUR 2002, 131986). 
79  El precepto, introducido por la Ley 35/2006, sale al paso de la situación injusta que 
hasta entonces se producía cuando el contribuyente seguía obligado a pagar el préstamo 
destinado a la compra de su vivienda, pero quedaba privado del derecho a la deducción 
al haber dejado de residir en ella como consecuencia de la separación o el divorcio. La 
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Leído desde otra perspectiva, por tanto, el precepto no permite al contribu-
yente considerar inversión en vivienda aquella parte de las cantidades que 
haya satisfecho él mismo por el préstamo, pero que correspondan a la ad-
quisición de la porción de titularidad sobre la vivienda perteneciente al otro 
cónyuge. 
6. CONCLUSIONES 
La contemplación del escenario que se acaba de exponer en apartados pre-
cedentes, permite formular algunas observaciones, que consideramos de in-
terés, con la finalidad de contribuir a la mejora del régimen tributario de 
las prestaciones objeto de análisis. A tal efecto, toda propuesta de cambio, 
superficial o profundo, en la regulación, debe estar inspirada a nuestro 
modo de ver en la búsqueda de un óptimo grado de coherencia de las 
normas tributarias con las instituciones del derecho material. Una de las 
principales dificultades de esta tarea viene representada por la abundante 
casuística de las situaciones objeto de regulación, cuyas variantes son incon-
tables en la realidad. Se suma a ello, como se ha visto, la frecuente falta de 
rigor de los interesados al establecer sus acuerdos, plasmados en los conve-
nios reguladores, donde se percibe en general cierta falta de celo en la 
caracterización de las obligaciones económicas de las partes implicadas. Con 
todo, frente a este panorama práctico deficitario en orden y claridad, el 
legislador tributario dispone de cierto margen de actuación para corregir 
las disfunciones que se producen. 
La medida quizá más obvia, para ayudar a poner orden en la labor aplicativa 
cotidiana de las normas tributarias, consiste en una sencilla modificación 
del texto de los arts. 17.2.f) y 55 LIRPF. La Ley tributaria debe, de una vez 
por todas, amoldar su redacción a los términos literales del derecho sustan-
tivo, evitando de este modo esfuerzos interpretativos que no sólo dificultan 
el entendimiento de las normas, sino que conducen a resultados discrimina-
torios a causa de los diferentes criterios sostenidos a tal efecto por los órga-
nos encargados de su aplicación. Hora es ya por ejemplo en este sentido de 
que la LIRPF se dé por enterada de la reforma habida en el derecho matri-
monial hace ya más de tres años. El art. 97 CC —que, por cierto, nunca 
empleó la expresión «pensión compensatoria»— ni siquiera contempla ya 
como antes, tras su reforma por la Ley 15/2005, el establecimiento de una 
pensión como única fórmula expresa para compensar el desequilibrio eco-
nómico causado a un cónyuge por el cese de la convivencia. Antes bien, en 
él se alude ahora de forma más abierta a distintas alternativas compensato-
rias que abarcan la pensión periódica, temporal o indefinida, y la prestación 
única —no necesariamente en metálico—. A la vista de este hecho, la norma 
tributaria no debería demorar más su adaptación al texto vigente del pre-
cepto civil y, en consecuencia, establecer en su art. 55 la reducción en la 
Administración se había mostrado desde luego absolutamente terminante en el rechazo 
de la deducción por parte de estos sujetos. Así, las Ress. DGT de 25-11-2002 (JUR 2003, 
48243) y de 9-4-2003 (JUR 2003, 111897). 
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base imponible —y su correlativa calificación como rendimiento del trabajo 
por el art. 17.2.f)—, no sólo de las pensiones compensatorias, sino de toda 
prestación, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, fijada por 
decisión judicial con una finalidad compensatoria, de acuerdo con los pará-
metros del art. 97 CC. El mantenimiento de la fórmula tradicional en los 
arts. 55 y 17.2.0 de la Ley 35/2006, reguladora del IRPF —posterior a la 
reforma antes aludida del Código Civil y que, pese a ello, sigue aludiendo 
únicamente a «pensiones compensatorias»— no parece que persiga excluir 
de su ámbito las compensaciones satisfechas en forma de prestación única, 
pues ello supondría entre otras cosas salir al paso de un criterio sentado 
mucho tiempo atrás por el mismo Tribunal Supremo y nunca cuestionado 
de manera abierta por la doctrina o la Administración. No había motivos 
para ello pero, en todo caso, si la intención hubiera sido ésa, un mínimo de 
diligencia legislativa hubiera requerido para establecerlo así una fórmula 
explícita e indubitable. 
Con todo, entendemos que la medida propuesta habría de enmarcarse en 
una modificación del art. 55 LIRPF —y del 17.2.0— que fuera el resultado de 
replantearse el fundamento de la norma, a fin de extender su efecto a todas 
aquellas prestaciones derivadas del cese de la convivencia que originen situa-
ciones equiparables desde el punto de vista de la capacidad económica de 
los sujetos implicados. De ese modo, en nuestra opinión —razonada en las 
primeras páginas de este trabajo—, sería deseable que el presupuesto de la 
norma se ampliase con objeto de abarcar de forma explícita la prestación 
indemnizatoria prevista para los supuestos de nulidad matrimonial en el art. 
98 CC. Quedarían así bajo el ámbito de la reducción todas las prestaciones 
derivadas del cese de la convivencia —por separación, divorcio o nulidad—, 
cualquiera que sea la forma que adopten —pensión periódica o temporal, o 
prestación única, en metálico o en especie— que son determinantes de una 
transferencia de riqueza fuera del círculo familiar que el IRPF toma como 
referente de la riqueza sujeta a tributación. 
Por las mismas razones que se acaban de expresar, lo que sí puede conside-
rarse coherente con la lógica del impuesto es mantener un régimen especí- 
fico para los alimentos satisfechos a los hijos, habida cuenta de que los gas-
tos derivados del sostén económico de éstos pueden razonablemente 
considerarse una aplicación de renta desde la perspectiva del IRPF vigente. 
Así se justificaría teniendo en cuenta que su destinatario material no es 
ajeno al grupo familiar que la normativa del tributo considera relevante 
para ajustar la capacidad económica de cada contribuyente. Por lo demás, 
como en su día señaló la STC 57/2005, de 14-3-2005, para justificar el espe-
cífico tratamiento de los alimentos a los hijos —y en particular, la imposibili-
dad de deducir su importe de las rentas del pagador—, éstos, a diferencia de 
las pensiones compensatorias, «tienen como único y exclusivo fundamento 
la relación paterno-filial, con independencia de que la filiación sea matrimo-
nial o extramatrimonial (art. 39.3 CE), de que haya existido separación, 
nulidad o divorcio (art. 92 CC), e incluso de que los padres ostenten o no 
la patria potestad (arts. 110 y 111, in fine CC)», de modo que, mientras 
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la pensión compensatoria «cumple una función puramente reparadora, la 
obligación de alimentos a los hijos desempeña la función de mantenerlos, 
prestándoles cuidado y educación (art. 92 CC), así como una formación 
integral (art. 154.1 CC)» (F. 52). Y, por otra parte, frente a los alimentos a 
otros parientes —que, como las pensiones compensatorias, sí reducen la base 
imponible— no es irrazonable sostener que, en relación con estos últimos, 
«el legislador ha considerado que (...) constituyen un gasto de carácter ex-
traordinario, a diferencia de los satisfechos a los hijos, que suponen un gasto 
corriente o mero consumo de renta que, como ocurre con las restantes 
aplicaciones de renta, no tienen por qué generar un derecho a su reducción 
de la base imponible del impuesto» (F. 62). 
Con todo, una vez sentada la especificidad del fundamento de la prestación 
alimenticia a los hijos, que justificaría su diferente trato tributario, lo que sí 
cabría plantear, como ya se dijo páginas atrás, es la introducción de ciertas 
modificaciones en el régimen vigente, tendentes a equiparar el tratamiento 
del padre que los satisface al de aquellos otros padres que atienden de ma-
nera inmediata —no a través de una prestación de alimentos— al sustento 
de los hijos que se encuentran bajo su custodia o dependencia económica 
directa. 
En otro orden de consideraciones, creemos que también debe suscitarse 
cuanto antes la necesidad de que las normas tributarias tomen conciencia 
de la nueva realidad, surgida de la actividad legislativa de las Comunidades 
Autónomas, en materia de uniones estables de pareja distintas del matrimo-
nio. En particular, no debería seguir soslayándose que las relaciones econó-
micas entre los miembros de estas uniones, mientras hay convivencia y una 
vez que ésta cesa, pueden ser idénticas en sustancia a las que se entablan 
entre cónyuges o ex-cónyuges. El argumento esgrimido habitualmente por 
la Administración para rechazar cualquier relevancia tributaria de estas 
uniones es su falta de respaldo legal"; pero esta circunstancia desde luego 
no puede seguir predicándose de aquellas uniones que se hayan constituido 
conforme a la normativa autonómica. No hallamos razones por ejemplo 
para que la compensación económica por desequilibrio, a que puede que-
dar obligada una de las partes frente a la otra, tras la ruptura de la unión, 
no permita a quien la satisface reducir su base imponible del IRPF, siempre 
que medie el oportuno refrendo judicial y se cumplan las demás condicio-
nes exigibles a tal efecto'. Y otro tanto cabría decir de las prestaciones de 
" Véase por ejemplo la Res. DGT de 19-3-2001 (JUR 2002, 131720). 
Si  Que uno de los miembros de la unión quede obligado frente al otro tras su ruptura 
a satisfacer una prestación compensatoria, idéntica en sustancia a la prevista en el art. 97 
CC, no es una posibilidad ni mucho menos inconcebible. Una muestra de ello es, por 
ejemplo, lo previsto en el art. 10 de la Ley de la CA de Andalucía 5/2002, de 16 de 
diciembre, reguladora de las Parejas de Hecho, donde tras consagrarse la obvia libertad 
de pactos rectores de las relaciones patrimoniales entre miembros de la pareja, se esta-
blece lo siguiente: «los pactos que acordaren podrán establecer compensación económica 
cuando tras el cese de la convivencia se produzca un desequilibrio económico en uno de 
los convivientes, en relación a la posición del otro y que suponga una merma con respecto 
a su situación previa al establecimiento de la convivencia». Como se ve, la redacción 
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alimentos que puedan establecerse entre los miembros de la pareja de 
acuerdo con las leyes autonómicas". 
Expuestas quedan las medidas que, adoptando una perspectiva acorde con 
los principios de la tributación personal, el legislador debería a nuestro 
juicio poner en práctica cuanto antes con objeto de racionalizar el trata- 
miento fiscal aplicable a los sujetos implicados en situaciones de crisis fami- 
liar. Existen, con todo, mejoras pendientes que sólo pueden ser logradas 
con un cambio en la actitud interpretativa de los órganos que han de aplicar 
las normas. En tal sentido, hemos criticado el rigor formal de la Administra-
ción y de algunos Tribunales para apreciar la existencia de pensiones com-
pensatorias susceptibles de reducción en la base imponible. Y también ha-
bría que proclamar aquí desde luego la necesidad de que los órganos 
administrativos acepten que, si los pagos satisfechos en virtud del convenio 
regulador o la sentencia de separación o divorcio no constituyen pensión 
compensatoria, la mayor parte de las veces será preciso reconocer que cons-
tituyen alimentos a los hijos y podrán beneficiarse del tratamiento previsto 
para éstos. No es de recibo que, omitiendo este hecho, se califique simple-
mente como levantamiento de cargas familiares toda prestación que no sea 
pensión compensatoria, con el resultado práctico de excluir para ella toda 
ventaja tributaria. Como quedó razonado páginas más atrás, el ámbito de 
las prestaciones que, sin ser pensión compensatoria, tampoco pueden califi-
carse como alimentos a favor de los hijos, es reducido en extremo y se limita 
en todo caso a algunas situaciones de separación matrimonial, por lo que 
de ningún modo cabe sostener su existencia una vez producido el divorcio. 
parece inspirada en la del art. 97 CC, con la salvedad del último inciso, donde se habla 
de «situación previa al establecimiento de la convivencia», en lugar de «situación anterior 
en el matrimonio», aunque no creemos que ello denote la intención de introducir de 
modo consciente una diferencia sustancial en la función que la prestación está llamada 
a cumplir. Por otra parte, como señala MOLINOS RUBIO, L. [Régimen fiscal de la extinción de la pareja de hecho, Ed. La Ley, Madrid (2008), pgs. 90-91], «tras la Sentencia de la Sala 
Primera del Tribunal Supremo de 16 de julio de 2002 (RJ 7694, 2001), no queda vedado 
el camino a la solicitud de una pensión compensatoria en el momento de la extinción en 
vida de la pareja de hecho, ya que se admite el establecimiento de esta contraprestación 
económica sin necesidad de acudir a un pacto expreso entre los convivientes o a la aplica-
ción concreta de una norma autonómica que así lo dejara previsto». 
82  Así, por ejemplo, a obligación de alimentos viene consagrada para estos supuestos 
por el art. 8 de la Ley CA de Cataluña 10/1998, de 15 de julio, así como por el art. 13 
de la Ley CA de Aragón 6/1999, de 26 de marzo. 
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